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RESUMEN 
 
El presente documento contiene una descripción del estado actual de la 
sociedad patrimonial de hecho de la comunidad LGBT de Colombia, así 
como también, los diferentes avances  en el reconocimiento y protección de 
los derechos políticos, económicos y sociales de de la misma, pretenden 
garantizar la igualdad tal como se expresa en el artículo 13 de la Constitución 
Política.  
 
Hace una descripción de los alcances que de la unión patrimonial para 
efectos de las parejas del mismo sexo con el objetivo de disminuir la 
desinformación con relación a las normas que defienden los deberes de los 
mismos, por medio de la  recopilación de los pronunciamientos de la corte 
suprema de justicia.  
 
Por último, realiza una revisión de la relación de las instituciones con relación 
al manejo de información estadística que pueda aportar nuevos 
conocimientos al estudio, al igual que una comparación de lo logrado en 
materia de legislación con un contexto internacional. 
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INTRODUCCION 
  
En Colombia, la unión patrimonial de hecho entre parejas del mismo sexo, ha 
tomado nuevas direcciones que conducen al reconocimiento y protección de 
los derechos políticos, económicos, sociales de la comunidad LGBT.  
 
Si bien es cierto que los representantes en el Congreso de la República han 
promovido varios proyectos de ley orientados a proteger algunos de los 
derechos de las parejas del mismo sexo en función de la igualdad, equidad y 
a la no discriminación, también lo es, que el Estado Colombiano no garantiza 
lo que se promulga en la Constitución Política en el artículo 13, que 
establece ―El Estado Promoverá las condiciones para que la igualdad sea 
real y efectiva y adoptará medidas a favor de grupos discriminados o 
marginados‖1. 
 
Es por esto, que en el presente documento se encontrará una relación de las 
diferentes etapas en la evolución de la legislación colombiana hacia el 
camino de la igualdad, el cual, se ha visto obstaculizado por la brecha que 
aún marca las diferencias entre homosexuales y heterosexuales, debido a 
las limitaciones que genera la expresión ―pareja del mismo sexo‖ que por el 
hecho de clasificarla así, ya está siendo clasificada como una pareja de unas 
características diferentes. 
 
De igual manera, se hará una revisión de la información manejada por las 
instituciones nacionales con respecto al registro de la sociedad patrimonial 
en las parejas del mismo sexo, así como también, un  análisis comparativo 
del estado de la ley Colombiana con relación a la legislación presente en 
                                                             
1 Constitución Política de Colombia, Titulo II, Capítulo I, De los derechos fundamentales, Artículo 13, 
1991. 
 
  
 
 
otros países donde puede hablarse de igualdad total, dónde las expresiones 
que tienden a definir el género se neutralizan, pues de esa manera, la 
igualdad se genera a partir del discurso, que es dónde generalmente radican 
las diferencias. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
CAPITULO I 
 
1.1 PROBLEMA 
 
En Colombia, la inclusión de las parejas del mismo sexo y sus derechos 
fundamentales ha avanzado en materia de reconocimiento jurídico, aunque 
aún no se garantiza el cumplimiento de todos sus derechos. 
 
Si se realizará un censo sobre la cantidad de parejas conformadas por 
personas del mismo sexo que habitan en la nación, teniendo las mismas 
obligaciones y deberes con la sociedad que cualquier pareja heterosexual, 
las cifras hablarían por sí mismas y la posición de los legisladores e incluso 
de la comunidad en general, sería distinta frente a estas parejas de 
colombianos que también pagan impuestos, adquieren bienes y se proyectan 
como familias. 
 
A pesar que el homosexualismo es una realidad social, son pocos los países 
donde hoy día se reconocen los derechos políticos, sociales, económicos, 
migratorios, entre otros, los cuales, eran reservados  para las parejas 
heterosexuales y que en países como  Colombia, lo sigue siendo, a pesar de 
los avances en materia de reconocimiento de los derechos de la comunidad 
homosexual. 
 
Esta situación ha generado una serie de debates con respecto a la 
constitucionalidad de muchas de las leyes que rigen y normalizan a las 
personas y parejas colombianas, debido a que muchas de éstas manejan un 
discurso que va en contra de lo promulgado por el artículo 13 de la 
constitución que dice ―Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, 
recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los 
mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por 
  
 
 
razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión 
política o filosófica”. 2 
 
Es por esto que se hace necesario preguntarse ¿Cuál es el alcance real de 
la sociedad patrimonial de hecho en una pareja de la comunidad LGBT 
Colombiana y en qué momento se dibuja la línea donde empiezan las 
limitaciones? aún cuando en la sentencia T-097 del 943 se determina que ―la 
Homosexualidad no puede significar un factor de discriminación social‖. ¿Es 
este el camino necesario para llegar a la igualdad total? 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                             
2 Constitución Política de Colombia, Titulo II, Capítulo I, De los derechos fundamentales, Artículo 13, 
1991. 
3 "El constituyente quiso elevar (…), a derecho fundamental la libertad  de opciones vitales y creencias 
individuales y, en consecuencia (…) que la homosexualidad está en este ámbito de protección y, en tal sentido, 
ella no puede significar un factor de discriminación social."   
  
 
 
1.2 JUSTIFICACIÓN 
 
Teniendo en cuenta  la transición que está atravesando la ley colombiana 
con respecto a la inclusión y protección de los derechos de las parejas 
conformadas por personas del mismo sexo, se hace necesario hacer una 
recopilación de los diferentes cambios que se han ido presentando, desde el 
reconocimiento de la condición homosexual como una condición que no 
puede significar un factor de discriminación social4, hasta el reconocimiento 
jurídico de los mismos en la construcción de una unión patrimonial de hecho. 
 
También servirá como referente para observar el papel de las instituciones 
en la integración de la comunidad LGBT en los procesos endémicos de la 
dinámica social de participación.  
 
Este es un estudio necesario para disminuir la brecha de desinformación que 
existen entre el medio legislativo y la comunidad LGBT, así como también la 
comunidad en general, que por desconocimiento de la legislación no 
defienden sus derechos, ya que acceder a la información es una manera de 
disminuir la exclusión. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                             
4 Corte constitucional de Colombia, sentencia T-097 de marzo 7 de 1994 
  
 
 
1.3 OBJETIVOS 
 
1.3.1 Objetivo general  
 
Establecer un punto de referencia jurídico para que la comunidad LGBT 
pueda comprender de manera sencilla, los derechos consagrados en la 
constitución política, los cuales, les garantizan el cumplimiento de sus 
derechos fundamentales en el evento de la creación de una sociedad 
patrimonial de hecho y las diferentes implicaciones en su vida como 
compañeros permanentes. 
 
1.3.2 Objetivos específicos 
 
Recopilar y analizar los pronunciamientos de la corte constitucional  frente a 
los derechos de la comunidad LGBT. 
 
Identificar las diferentes implicaciones de una sociedad patrimonial de hecho 
para una pareja  de la comunidad LGBT. 
 
Realizar un sondeo sobre el manejo de información estadística en las 
instituciones de consultoría y organizaciones no gubernamentales 
relacionadas con la comunidad LGBT. 
 
Relacionar por medio de un análisis comparativo el estado actual de la ley 
colombiana  frente a otros países en el mundo. 
 
 
 
 
 
  
 
 
1.4 HIPOTESIS 
 
A través del tiempo se ha visto como la discriminación ha hecho parte de la 
humanidad. Un ejemplo cercano fue la desigualdad vivida en Colombia en la 
época de la colonia, dónde los mestizos no tenían los mismos derechos que 
los españoles nacidos en el antiguo continente y eran considerados como 
ciudadanos de segunda categoría.  
 
Hoy día, esta misma desigualdad se vive con la discriminación, tanto social 
como jurídica de la comunidad LGBT,  quienes a pesar de representar 
abiertamente una cultura y haber sido reconocidos jurídicamente, aún no 
pueden ejercer todos sus derechos debido a la desinformación de la 
comunidad misma frente a los que son ahora sus derechos.  
 
Es por esto que es necesario, que aunque no exista mención expresa acerca 
de la orientación sexual o identidad de género en la constitución, se tenga en 
cuenta que la igualdad de la comunidad LGBT se encuentra amparada en 
varios principios como la dignidad humana, igualdad, libre desarrollo de la 
personalidad, la intimidad, la pluralidad y que además, implica la prevalencia 
y el respeto por los derechos humanos, lo cual, hace pensar que es sólo 
cuestión de tiempo para que todos los derechos las parejas del mismo sexo 
sean realmente garantizados, de la misma manera que se hace con las 
parejas heterosexuales.  
 
Esto sugiere el derrumbamiento los imaginarios sociales que indican que la 
homosexualidad atenta contra la honra, la moralidad, para establecer como 
punto de partida, la preponderancia del individuo y sus intereses como 
ciudadano.  
 
 
  
 
 
CAPITULO II 
 
2.1 ANTECEDENTES 
El comportamiento homosexual se remonta a épocas remotas. Ejemplos de 
ésta son los planteados por la literatura de dos grandes civilizaciones, como 
lo fueron en su momento Grecia y Roma, quienes plasmaban las imágenes 
en cualquier clase de paredes, esculturas y decoraciones, entre otras. 
 
Como lo señalan Camargo y Torres en su artículo ¡‖Homosexualismo: Un 
breve relato de la Homosexualidad a lo largo de la historia‖5, En la Grecia 
antigua, (…), se consideraba normal que un joven entre la pubertad (el 
amado), tuviera relaciones con un hombre mayor (el amante), el cual seducía 
la juventud y tenía la labor de proteger a su amado, formar su espíritu y 
consagrarle lo mejor de su pensamiento. 
 
Estos adultos no solo buscaban un joven como amante y sino también como 
discípulo, pero eran hombres casados y con hijos, (…), la costumbre greca 
era ver que Jóvenes y viejos se exhibían desnudos en la palestra6, entre los 
cuerpos desnudos, un hombre maduro se fijaba en un adolescente y lo 
perseguía, si el adolescente aceptaba y se unía a él, se creaba entre ellos 
una intimidad muy particular. El hombre mayor no debía tener una edad 
superior a los 45 años y el adolescente, debía tener una edad entre los 13 y 
los 18 años. 
 
En la Roma antigua, (…), las cosas no eran muy diferentes, sin embargo, a 
diferencia de los romanos, ellos sostenían relaciones homosexuales sin la 
misma adaptación, en Roma no era fundamental tener un sentimiento mutuo 
                                                             
5 CAMARGO B. Steffanny, TORRES U. Fernando, Homosexualismo: Un breve relato de la 
Homosexualidad a lo largo de la historia, Documento consultado en: 
www.gfc.edu.co/~glocam/homosexualismo.pdf 
6 Escuela de lucha- epicentro de guerras. 
  
 
 
de admiración entre parejas homosexuales, sino que era más una sensación 
de poder.  
 
Los grandes señores se creían obligados a tener en sus casas bellos 
adolescentes, poniéndoles nombres ―cariñosos‖. Estos jóvenes formaban 
parte del lujo de la casa, se los compraban muy caros y los exhibía con 
orgullo, mientras que la pederastia griega exigía la igualdad social de los 
amantes, era necesario que el muchacho fuera de condición libre para que 
ese amor pueda desarrollarse en la reciprocidad. 
 
Era costumbre en las familias Patricias de Roma7, que cuando su hijo 
entraba en la pubertad le entregaran a un esclavo, también adolescente, que 
compartía su lecho y se prestaba a sus primeros impulsos sexuales. (…), 
pero cuando el cristianismo deja de ser perseguido y se promulga como 
religión oficial, cambiando el curso homosexual de la historia. 
 
La palabra de Dios censura en su totalidad el hecho de ser homosexual. El 
cristianismo se ve altamente amenazado por la comunidad homosexual, 
debido a que este fenómeno cada día aumenta el número de practicantes, y 
eso significa que las personas que han llegado a allí han cursado por etapas 
como la del abandono total de Dios, el haberlo conocido y haberle dado el 
lugar que merece, el desobedecer su palabra, y sobre todo, inclinar sus 
tendencias naturales hacia otros caminos. 
 
A raíz de esto una vez más se aumenta la carga de esta batalla, los 
homosexuales viven en una lucha constante en pro de sus derechos, en pro 
de una vida digna y adecuada para sentirse ―bien‖, para poder subsistir en 
                                                             
7 Compuestas por descendientes de las treinta curias primitivas. Constituían la clase aristocrática, una 
nobleza de raza. Eran considerados superiores al resto de los habitantes: gozaban de todos los 
derechos, poseían tierras y eran los llamados a formar parte del ejército romano, la legión. Sólo ellos 
participaban del gobierno. 
  
 
 
una comunidad donde la religión es uno de los impedimentos más grandes 
que estas personas han tenido que soportar a lo largo de la historia. 
 
El antiguo artículo 329 del Código Civil suponía que se tendrá por concubina 
de un hombre a ―la mujer que vive públicamente con él, como si fueran 
casados, siempre que uno y otro sean solteros o viudos‖. Adicionalmente, 
existía ante la ley el concepto de las uniones punibles, especialmente las 
establecidas entre mujeres casadas y hombres diferentes de sus maridos, o 
entre maridos y mujeres diferentes de sus esposas, o entre hombre y mujer 
que no podían casarse entre si, en razón del vinculo de parentesco que se 
denominaban hasta la expedición de la Ley 45 de 1936, ayuntamientos 
dañados y punibles, denominación que se le dio por considerarse que su 
establecimiento implicaba la comisión de un ilícito punible por la ley penal, 
pues las unas constituían adulterio y las otras incesto.8 
 
La clasificación de las uniones extramatrimoniales en el Código Civil tenía 
importancia fundamental, por los diversos efectos que se les otorgaba en 
relación con los hijos procreados en ellas. Los nacidos de uniones dañadas y 
punibles recibían el nombre de hijos de dañado y punible ayuntamiento, y 
según el antiguo artículo 52 ídem, estos eran los adulterinos y los 
incestuosos. En cambio, los nacidos de unión extramatrimonial no dañada ni 
punible recibían el nombre de hijos naturales.9  
 
Es por esto que con La Ley 45 de 1936 se suprimió la categoría de hijos de 
dañado y punible ayuntamiento y derogo en consecuencia la clasificación de 
las uniones extramatrimoniales en concubinatos punibles o no punibles. Así 
pues, la ley mencionada tomó las siguientes aproximaciones: 
                                                             
8
Ibíd. p. 476 
9Ibíd. p. 476  
  
 
 
La unión de un hombre y una mujer sin vínculo matrimonial se denominará 
unión marital (antes concubinato), y el hombre y la mujer que la forman, 
compañeros permanentes (también convivientes). Los hijos nacidos de tales 
uniones recibían el nombre de naturales, según la terminología del Código 
Civil y de las leyes 45 de 1936 y la ley 75 de 1968; hoy día reciben el nombre 
de extramatrimoniales. 
 
De lo anterior se debe entender que la unión marital supone una unión 
estable y no transitoria, aunque su perduración no indica que los compañeros 
deban vivir en ese estado toda la vida, pero si exige la formación de un 
hogar, es decir, la comunidad de habitación a fin de dar ciertos caracteres de 
publicidad y notoriedad y distinguirla de simple unión libre o unión 
transitoria.10 
 
En el año 1990 el legislador comprendió que un sin número de parejas 
colombinas, por diversas situaciones de orden social y de orden jurídico no 
habían querido o no habían podido contraer matrimonio, debían tener una 
regulación jurídica especialmente en materia de bienes. Así pues, la ley 
―tiene como propósito derogar y generar seguridad patrimonial en la familia 
de hecho, que garantice su sostenimiento, educación y progreso individual y 
colectivo, tanto en el desarrollo vital familiar, como después de su disolución, 
mejorando de esta manera el nivel económico de sus miembros‖11 
 
Se debe tener en cuenta que la unión marital no modifica el estado civil de 
soltero o el de casado, ni origina un nuevo estado civil, ni exige de inscripción 
en el registro civil. Sin embargo, para conformar una sociedad patrimonial 
debe existir una declaración judicial cuando la unión marital de hecho supere 
                                                             
10Zannnoni, El Concubinato PP.13 
  
11 Opcit. Valencia Zea  
  
 
 
los dos años exigidos por la ley, además de que no exista ningún 
impedimento legal para contraer matrimonio.  
 
Es decir que, las sociedades conyugales anteriores deben ser disueltas y 
liquidadas por lo menos con un año de anterioridad al inicio de la unión 
marital de hecho.12 Se debe recordar que la ley no tiene carácter retroactivo, 
por que la misma lo suprime, de manera que, los efectos de la unión marital 
de hecho empiezan a regir una vez la Ley 54 de 1990 entra en vigencia.  
 
Finalmente, resulta importante aportar las críticas que los doctrinantes se han 
planteado respecto de la real igualdad que existe ante la ley entre la unión 
marital de hecho y el matrimonio. Al respecto, Valencia Zea considera que 
aunque la Ley 54 de 1990 pretende proteger a los compañeros permanentes 
no resulta coherente que la misma exija que deben transcurrir dos años para 
que se configure la unión marital de hecho ante la ley, pues ésta, nada dice 
respecto de las uniones que tienen una duración menor al lapso establecido 
por el legislador.  
 
De ahí que el autor anota que aunque ―no se pone en duda de que este 
requisito de estabilidad deba existir, el legislador no tiene ningún fundamento 
real para establecer una término que no se compagina con la realidad.  
 
Generalmente, cuando un hombre y una mujer deciden, con fundamento en 
su libertad constitucional,  de manera responsable formar una familia y 
comunidad de vida sin unirse en matrimonio, la permanencia de la unión es 
ínsita y elemento esencial de ese nueva situación jurídica.‖13  
 
                                                             
12
 Ley 54 de 1990 Articulo 2°. 
13 Opcit. Valencia Zea. P.476-479 
  
 
 
El autor deduce lo mismo respecto del término anual que debe transcurrir 
entre la disolución y liquidación de la sociedad conyugal para que se pueda 
formal la sociedad patrimonial. Estos supuestos suponen la existencia de una 
real diferenciación entre la unión marital de hecho y la sociedad conyugal 
emanada del matrimonio.  
 
De lo anterior, anota el autor que ―la Ley 54 todavía conserva el temor o 
animadversión que por las uniones extramatrimoniales existió en épocas 
pasadas pero que ya la sociedad colombiana ha superado y que la 
constitución de 1991 ha proscrito.‖14  
 
2.2 EN LA ACTUALIDAD 
Grupos y publicaciones enfocados en los derechos de las minorías sexuales 
empezaron a reaparecer públicamente en 1994, señalado en reaparición del 
movimiento gay en Colombia. Ahora, existen al menos 10 grupos gay o de 
lesbianas en el país y 5 publicaciones. 
 
Esta discusión es de suprema importancia, porque, en la realidad no parece 
representar dicha aceptación respecto de las uniones maritales de hecho, 
pues, desde la entrada en vigencia de la ley 54 de 1990, se han presentado 
un sinnúmero de tutelas aduciendo la existencia una real desigualdad en el 
tratamiento de la sociedad ante los compañeros permanentes. 
 
La sentencia de la Corte Constitucional que reconoció a las parejas del 
mismo sexo el derecho a estar amparadas por la cobertura familiar del 
Sistema de Seguridad Social en Salud y la que reconoció los derechos 
patrimoniales derivados de las uniones conformadas por parejas del mismo 
sexo, constituyen un hito hacia la construcción de una sociedad más justa. 
  
                                                             
14 Opcit. Valencia Zea. P.480 
  
 
 
El principio de igualdad implica que todos los individuos deben recibir la 
misma protección y gozar de los mismos derechos. Etnia, raza, edad, 
género, orientación sexual, creencia religiosa, preferencia política y 
apariencia personal hacen diferentes a los individuos, pero no hacen 
diferentes sus derechos, por lo tanto, no pueden ser fuente de 
discriminación. Cualquier discriminación es contraria al principio de igualdad. 
 
La diversidad en la orientación sexual trae consigo la conformación de 
parejas del mismo sexo, lo cual tiene efectos jurídicos claros. Se está frente a 
un fenómeno humano, a individuos cuyos derechos deben ser garantizados, 
por lo cual, la aproximación al tema debe hacerse desde el principio de 
igualdad de derechos, el tratamiento justo para todos los individuos de la 
sociedad y no desde el plano religioso.  
 
Esta no es una postura contra la religión. La historia social ha demostrado 
que los Estados funcionan mejor cuando las personas no "adivinan" lo que 
quiere Dios e imponen lo que aparentemente él considera mejor. Tampoco 
es una cuestión de inmoralidad, pues respetar la autonomía ajena mientras 
no afecte la integridad de los demás es un principio moral aceptado casi 
universalmente. En cualquier caso, el estado debe regular la unión para 
todas las personas, practiquen o no alguna religión. 
 
El desarrollo de la jurisprudencia constitucional muestra la evolución del 
análisis del juez constitucional frente a los efectos jurídicos de un hecho 
social: la existencia de parejas del mismo sexo. 
 
En sentencia C-098/96, la Corte declaró exequibles los artículos 1 y 2 de la 
Ley 54 de 1990, que consagran la unión marital de hecho entre un hombre y 
una mujer. En la aclaración del voto, los magistrados Eduardo Cifuentes y 
Vladimiro Naranjo resaltaron que los demandantes censuraron al legislador 
  
 
 
por no ocuparse de las parejas del mismo sexo, lo cual no puede soportar la 
inexequibilidad de la norma acusada, y afirmaron que las reglas de juego 
para las parejas del mismo sexo deben ser establecidas por el legislador y no 
vía la interpretación analógica de otras normas.  
 
La interpretación analógica que en 1996 no aplicó, la Corte reconoció a las 
parejas del mismo sexo los mismos derechos que a las parejas 
heterosexuales, al presumir la existencia de una sociedad patrimonial luego 
de dos años de convivencia o cuando la pareja manifiesta ante notaría o un 
centro de conciliación, la existencia de su unión. 
 
Más de 10 años después, en febrero de 2007, en sentencia C-075/07, la 
Corte declaró exequibles los artículos 2, 4, 5 y 6 de la Ley 54 de 1990, 
modificada por la Ley 979 de 2005, en el entendido de que el régimen de 
protección de la unión de hecho se aplique también a las parejas del mismo 
sexo.  
 
En virtud de la aplicación extensiva de la Ley 54, la pareja del mismo sexo 
sobreviviente tiene el derecho a heredar de su pareja y a la disolución de la 
sociedad patrimonial cuando se termina la unión. La Corte argumentó que en 
1996 dejó abierta la posibilidad de un nuevo examen constitucional si se 
llegaba a establecer que la Ley 54 concedía un privilegio ilegítimo. 
  
También señaló que los cambios introducidos por la Ley 979 de 2005 y el 
nuevo contexto social y jurídico hacían necesario proteger los derechos de 
individuos socialmente activos que conforman parejas del mismo sexo. 
 
En sentencia SU 623-01, la Corte  negó una tutela que buscaba la protección 
del derecho de igualdad, seguridad social y libre desarrollo de la 
personalidad a un ciudadano que cotizaba al régimen contributivo de salud, a 
  
 
 
quien no se le permitió incluir como beneficiario a su pareja de su mismo 
sexo.  
 
Los magistrados Jaime Araújo, Manuel José Cepeda, Jaime Córdoba y 
Eduardo Montealegre, salvaron el voto en un escrito que mostró el camino 
para hacer valer el derecho a la igualdad de las parejas del mismo sexo.  
 
Los magistrados señalaron que ―reconocer la diferencia implica ir más allá de 
la tolerancia y comprende la protección de quienes son distintos, la garantía 
de sus derechos, el trato con igual dignidad y consideración. No es constatar 
que los homosexuales son distintos para excluirlos del sistema de salud 
cuando formen una pareja‖15.  En 2003, vía tutela, la Corte permitió la visita 
íntima a una persona recluida en un establecimiento carcelario por parte de 
su pareja del mismo sexo. 
 
Hasta la sentencia C-075/07, cuando terminaba la unión de una pareja del 
mismo sexo, sus integrantes no tenían herramientas jurídicas para reclamar 
la parte que por derecho, les correspondía en el capital que conformaron 
durante la convivencia. Incluso, frente a la muerte de uno de los integrantes, 
el sobreviviente podía ser excluido de la titularidad de los bienes que 
conformaban ese patrimonio. 
  
La sentencia C-075 permite a las parejas del mismo sexo disfrutar el derecho 
que tienen las parejas heterosexuales de conformar una sociedad 
patrimonial. Lo que hizo la Corte fue aplicar el principio de igualdad: Tratar 
por igual a las parejas heterosexuales y del mismo sexo. 
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En sentencia C-811/07 del 3 de octubre, la Corte declaró exequible el artículo 
163 de la Ley 100 de 1993, siempre y cuando la protección contenida en esa 
norma también sea aplicable a las parejas del mismo sexo.   
 
El artículo 163 establece que la cobertura familiar del POS debe cubrir al 
cónyuge o compañero (a)  permanente del afiliado. La sentencia C-811 
permite a las parejas del mismo sexo disfrutar del derecho que tiene el 
individuo que conforma una pareja heterosexual  de incluir a su pareja en el 
Plan Obligatorio de Salud (POS)16. 
 
El desarrollo de la jurisprudencia constitucional permite que hoy las parejas 
del mismo sexo tengan los mismos derechos que  las heterosexuales en 
materia de patrimonio común, conformación, liquidación y herencia, y en la 
forma de acceder al sistema de seguridad social en  salud. 
 
En Colombia no hay desarrollo legislativo alguno sobre la materia. Esto ha 
retrasado la garantía del principio de igualdad. Por eso, ante la pregunta de 
los periodistas a los magistrados sobre una eventual extralimitación o 
usurpación de funciones del Legislativo con las decisiones relativas a las 
parejas del mismo sexo, la respuesta fue: “cuando el legislador no garantiza 
el derecho a la igualdad en un Estado de Derecho, los jueces están 
obligados a otorgar tales garantías y así, en efecto, construir una sociedad 
más justa”. 
 
El proceso en la búsqueda de la aceptación y la tolerancia hacia los 
homosexuales en Colombia tiene un primer y sustancial avance con la 
                                                             
16 (…) Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud a los habitantes y 
de saneamiento ambiental conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. También, 
establecer las políticas para la prestación de servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y 
control. Así mismo, establecer las competencias de la Nación, las entidades territoriales y los particulares y 
determinar los aportes a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley. 
  
 
 
reforma al Código Penal vigente desde 1936, en donde la homosexualidad 
deja de ser delito para ser considerada como una enfermedad.  
 
Hace más de veinte años, desde el Movimiento homosexual Colombiano, 
creado el 7 de de abril de 1977, se dio el primer gran paso con la reforma del 
Código Penal de 1936, con la que se despenalizaron las actividades 
homosexuales entre mayores de 14 años.  
 
En el Código Penal vigente desde 1981 desaparecieron los Art. 323 y 329 
que las tipificaban. Aunque se han dado algunos avances, todavía existe 
discriminación por razón de la orientación sexual y no existe en Colombia 
ninguna ley que la prohíba. 
 
A pesar de que en Colombia no penaliza a homosexuales o lesbianas por su 
comportamiento, el comportamiento de los mismo sigue siendo visto como 
conductas que atentan contra el orden natural, moral y social; esto se 
fundamenta en el pensamiento judeocristiano sobre el amor y la sexualidad, 
pues como lo señala el actual secretario de la conferencia episcopal en 
Colombia, Monseñor Córdoba, ―a diferencia de los homosexuales, sólo el 
hombre y la mujer están para unirse los dos no sólo por su atracción sino por 
el fruto de su unión que son lo hijos, la familia célula primordial de la 
sociedad”.17 
 
El proceso democrático nacional permitió cierto reconocimiento a los 
homosexuales y lesbianas, que fue alcanzado gracias al trabajo de personas 
y organizaciones en pro de los derechos fundamentales, sin embargo, dicho 
logro ha sido muy poco con relación a las personas bisexuales. A pesar de 
los avances en la norma jurídica,  la discriminación continúa. 
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 Entrevista concedida a Gabriel Sonny Cubillos, Periodista del diario El Nuevo Siglo, publicada el martes 9 de 
noviembre de 2010. Pág. A7 
  
 
 
Aún cuando no es una enfermedad18, para muchas personas el 
comportamiento  homosexual y lésbico, siguen siendo ―comportamientos 
anormales‖ que afectan mentalmente a las personas en su individualidad o a 
la comunidad en su orden moral o social.  
 
La Constitución Política de Colombia de 1991 influyó de manera positiva 
sobre este avance jurídico al reconocer para todos los individuos un conjunto 
de derechos y garantías fundamentales creando los mecanismos de 
protección de los mismos. En este cambio legislativo sobresale la Tutela 
como mecanismo judicial de protección inmediata a los derechos 
fundamentales de los individuos. 
 
Los homosexuales y las lesbianas que se han visto afectados de diversas 
maneras por su condición sexual e incluso, los que no se sienten afectados, 
―Tienen interés jurídicamente protegido, siempre y cuando en la 
exteriorización de su conducta no lesionen una conducta diferente, a la de 
los heterosexuales, no por ello, jurídicamente carecen de legitimidad (...), en 
aras del principio de igualdad, consagrado en la Carta como derecho 
constitucional fundamental de toda persona humana, no hay título jurídico 
que permita discriminar a un homosexual.‖ 19. Según lo afirma la sentencia T-
539/94 de la Corte Constitucional, que tuvo como ponente al Magistrado Dr. 
Vladimiro Naranjo Mesa.  
 
En sentencia T-539/94 de la Corte Constitucional, existe una aclaración de 
voto de los magistrados Jorge Arango Mejía y Antonio Barrera Carbonell, en 
                                                             
18 Según la corte constitucional en sentencia T-101/98 “La homosexualidad es una condición de la persona 
humana que implica la elección de una opción de vida tan respetable y valida  como cualquiera, en la cual sujeto 
que la adopta es titular, como cualquier persona de intereses que se encuentran jurídicamente protegidos, y que 
no pueden ser objeto de restricción por el hecho de que otra persona no compartan su especifico estilo de vida”  
19 VELANDIA Mora, Manuel Antonio, “Aspectos Legales y de Derechos Humanos: Los Derechos 
Humanos también son Sexuales, Los Derechos Sexuales también son Humanos. En: Y si el cuerpo 
Grita... (Déjese de maricadas)”. Editorial Equiláteros, Colombia. 1999. Páginas 173 a 188. 
  
 
 
la que expresan: ―Toda consideración basada en la conducta sexual como 
factor de desigualdad, lleva en sí el germen de la discriminación. La corte por 
tal motivo, no debe hacer análisis que partan del supuesto de tratar a los 
homosexuales como seres distintos a la generalidad de los humanos‖.  
 
En el ordenamiento constitucional colombiano la discusión sobre si la 
orientación sexual está  determinada biológicamente o es una opción libre 
del ser humano, no es particularmente relevante, puesto que, ambas tesis 
conducen a los mismos resultados en cuanto al grado de protección que la 
Carta confiere, razón por la cual, no sólo prohíbe la discriminación por razón 
de sexo ( C. P. Art.13) sino que además, garantiza los derechos a la 
intimidad y, en especial, al libre desarrollo de la personalidad (C. P. Arts. 15 y 
16). 
 
A partir del anterior desarrollo puede deducirse que las personas 
homosexuales y lesbianas gozan de una doble protección constitucional. 
Pues, si la orientación sexual se encuentra biológicamente determinada, 
como lo sostienen algunas investigaciones, entonces la marginación de los 
homosexuales es discriminatoria y violatoria de la igualdad, pues equivale a 
una segregación por razón del sexo (C. P., Art.13).  
 
Por otro lado, si la preferencia sexual es asumida libremente por la persona, 
como lo sostienen otros enfoques, entonces esa escogencia se encuentra 
protegida como un elemento esencial de su autonomía, su intimidad y, en 
particular, de su derecho al libre desarrollo de la personalidad (C. P., Art.16). 
Por cualquiera de las dos vías que se analice, el resultado constitucional es 
idéntico, por cuanto implica que todo trato diferente fundado en la 
homosexualidad de una persona se presume inconstitucional y se encuentra 
sometido a un control constitucional estricto. 
 
  
 
 
Derecho a la honra es otro principio fundamental que consagra la 
Constitución colombiana (Art. 21). La honra hace referencia al concepto 
objetivo que se tiene de una persona por parte de los otros. Trasciende el 
círculo de lo particular hacia lo grupal y lo social; su radio de acción y 
conocimiento es proporcional a la ascendencia que la persona tiene en la 
sociedad. Por ello, este derecho personal es el resultado de la valoración que 
la sociedad se ha formado de la persona respecto de sus actos y 
ejecuciones, que por ser acordes con la ley, brindan la certeza de que quien 
así se comporta deberá contar con el respeto general de los demás. 
El derecho a la intimidad (Art.15), dicta que en la vida de hombres y mujeres 
hay actos públicos y privados, siendo éstos últimos restringidos a la órbita 
familiar por el hecho de que solo interesan a quienes integran esta célula 
social y su conocimiento no importa a los demás miembros de la sociedad. 
 
El derecho al libre desarrollo de la personalidad, tiene como fundamento el 
principio de la libertad que permite a los seres humanos realizar todos sus 
actos sin más limitantes que las que imponen los derechos de los demás y el 
ordenamiento jurídico, el cual todos deben acatar.  
 
Por consiguiente, como se lee en la Sentencia C-309/97 constituye una 
violación a este derecho cualquier vulneración que le impida a una persona 
alcanzar o perseguir aspiraciones legítimas de su vida y escoger libremente 
las opciones y circunstancias que le dan sentido a su existencia.  
 
Ahora bien, la Corte Constitucional, ha señalado con claridad que, al 
interpretar este Artículo constitucional, se debe hacer énfasis  en la palabra 
―libre‖, más que en la expresión ―desarrollo de la personalidad‖, pues esta 
norma no establece que existen determinados modelos de personalidad que 
son admisibles y otros que se encuentran excluidos por el ordenamiento, 
sino que esa disposición señala ―que corresponde a la propia persona optar 
  
 
 
por su plan de vida y desarrollar su personalidad conforme a sus intereses, 
deseos y convicciones, siempre y cuando no afecte derechos de terceros, ni 
vulnere el orden constitucional” 20 
 
Colombia es uno de los pocos países en el mundo en que la homosexualidad 
no es una razón para que una persona sea excluida de prestar el servicio 
militar. En la sentencia T. 097/94, que tuvo como Magistrado ponente al Dr. 
Eduardo Cifuentes Muñoz, la Corte constitucional afirma21 que no existe una 
correspondencia necesaria entre amaneramiento y homosexualidad y menos 
aún entre estas conductas y las prácticas homosexuales (…), de prevalecer 
este tipo de argumentación, las personas cuyos comportamientos pudiesen 
ser caracterizados como amanerados, estarían en una situación de peligro 
de inculpación  permanente (…)  
 
¿Qué decisión se debe tomar ante el dilema que resulta de la existencia de 
un reproche social hacia el homosexualismo, el cual no tiene fundamento en 
la Constitución Política, pero que de alguna manera afecta el desarrollo y el 
objetivo institucional de la policía o del ejército? Dicho en otros términos, 
¿Qué es más importante: el valor normativo o impulsar el derecho frente al 
ser social o el valor fáctico y determinante de la realidad social frente al 
Derecho? Nos encontramos entonces, en presencia de una discriminación 
que viola el artículo 13 de la Carta, o más bien se trata de la exclusión 
razonable e inherente al funcionamiento y objetivos propios de la Institución? 
(…)  De la condición de  homosexual de una persona no debe derivarse un 
juicio de indignidad personal o institucional.  
 
                                                             
20 Corte Constitucional colombiana. Sentencia C-309/97. Magistrado ponente Alejandro Martínez  
21 
Corte Constitucional colombiana. Sentencia T. 097/94, que tuvo como Magistrado ponente al Dr. 
Eduardo Cifuentes Muñoz.  
  
 
 
El carácter peyorativo de representación popular del homosexualismo no 
debería  ser un motivo para que la institución armada considere afectada su 
dignidad (…)  Es importante subrayar que la sala, en modo alguno, prohíja el 
homosexualismo en los cuarteles y escuelas de policía. Entiende, eso sí, que 
el homosexualismo, en sí mismo, representa una manera de ser o una 
opción individual e íntima. (…)  La condición homosexual no debe ser 
declarada ni manifiesta. La institución tiene derecho a exigir de sus miembros 
discreción y silencio en materia de preferencias sexuales». 
 
Posteriormente, con fallo del 14 de julio de 1999, la Corte Constitucional 
revisó una serie de disposiciones del Régimen Disciplinario de las Fuerzas 
Militares (Decreto 85 de 1989) y concluyó que desconocía derechos 
consagrados por la Constitución como el de la intimidad, el libre desarrollo de 
la personalidad, e incluso, la defensa de la familia.  
 
La corporación respaldó la norma que consagra cometer actos 
homosexuales en público, sin embargo lo hizo con una condición: que se 
aplique también a los heterosexuales. La norma equipara las normas de 
conducta que deben seguir los unos y los otros. De acuerdo con la corte, la 
homosexualidad no puede ser contemplada por sí misma como una conducta 
reprochable, pero sí la ejecución pública de actos sexuales, dentro de las 
instalaciones militares o durante el servicio.  
 
El Magistrado Vladimiro Naranjo ejemplificó afirmando: ―el hecho de que un 
militar revele abiertamente su condición de homosexual o conviva con su 
compañero en las casas fiscales de la institución militar no puede dar lugar a 
la exclusión del servicio”. 
 
Desde 1991, a partir de la nueva Constitución Política y desde la Corte 
Constitucional se han emitido con relación a tutelas, sentencias y/o 
  
 
 
conceptos de algunos magistrados a favor de la Igualdad de derechos para 
todas las personas: Heterosexuales, homosexuales, lesbianas y bisexuales.  
 
A continuación se citan algunos de nombrados fallos, en los que en algunas 
ocasiones aparecen los nombres propios de las personas tuteladas, estos 
nombres se citas porque dichos documentos son de consulta pública, ya que 
cuando las personas han solicitado expresamente a la Corte proteger su 
intimidad, los fallos la protegen. 
 
En  diciembre de 1993, la Corte Constitucional, Sentencia T-594 de 1993, 
autorizó a un hombre a cambiar su nombre masculino por otro femenino que 
correspondía a su identidad personal. Se amparó su derecho al libre 
desarrollo de su personalidad. ―Es viable jurídicamente que un varón se 
identifique con un nombre usualmente femenino, o viceversa: que una mujer 
se identifique con un nombre usualmente masculino., o que cualquiera de los 
dos se identifique con nombres neutros o con nombres de cosas.  Todo lo 
anterior, con el propósito de que la persona fije, en aras del derecho al libre 
desarrollo de la personalidad, su identidad, de conformidad con su modo de 
ser, de su pensamiento y de su convicción ante la vida‖. 
 
En julio de 1993, con ponencia del magistrado Eduardo Cifuentes, la Corte 
tuteló los derechos al debido proceso y al buen nombre de un alumno de la 
Escuela de Carabineros de la Policía expulsado por supuestas conductas 
homosexuales. En su fallo la Corte dijo que tal condición no es un 
impedimento para servir a la Patria y que ―la sanción de una persona por 
razones provenientes de su homosexualidad no puede estar basada en juicio 
de tipo moral, y mucho menos puede ser motivo de exclusión de una 
  
 
 
institución‖. La decisión se basó en la protección a la intimidad y al libre 
desarrollo de la personalidad.22 
 
En marzo de 1996, en la sentencia proferida por el Magistrado Eduardo 
Cifuentes, se protegió el Derecho a la Libre Opción Sexual, arguyendo que 
―la Ley no impide, en modo alguno, que se constituyan parejas 
homosexuales y no obliga a las personas a abjurar de su condición u 
orientación sexual y sustrae al proceso democrático la posibilidad y la 
legitimidad de imponer o plasmar a través de la ley la opción sexual 
mayoritaria. La sexualidad, aparte de comprometer la esfera más intima y 
personal de los individuos, pertenece al campo de su libertad fundamental, y 
en ellos el Estado y la colectividad no pueden intervenir, pues no está en 
juego un interés público que lo amerite y sea pertinente, ni tampoco genera 
daño social‖23 
 
La Corte Constitucional protegió la libre identidad sexual y dijo que la 
conducta y el comportamiento homosexual tienen el carácter de 
orientaciones válidas y legítimas de las personas.24  
 
En marzo de 1998, la Corte tuteló el derecho a la educación de dos alumnas  
de Ginebra (Valle) que habían sido excluidos por su condición homosexual y 
ordenó garantizarles el cupo para el próximo período escolar.25  
 
En septiembre de 1998, se debatió e impugnó el Estatuto Docente, o 
Estatuto del Magisterio establecido por el Decreto ley 2277 del año 1979, en 
Colombia, ya que se consideraba a la homosexualidad como causal de mala 
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23 Corte Constitucional colombiana. Sentencia C-098/96.  
24
 Ibíd.  
25 Corte Constitucional colombiana. Sentencia T-101/98.  
  
 
 
conducta que posibilitaba la sanción y el castigo de los maestros 
homosexuales.  
 
El motivo de la solicitud fue que se declarara no acorde con la Carta Política 
la expresión ―El Homosexualismo‖ del literal ―B‖ del artículo 46 del Decreto 
Extraordinario Nº 2277. La Sala plena de la Corte Constitucional conceptuó, 
Sentencia C-481/98,  que la ―Homosexualidad no es falta disciplinaria en el 
ejercicio docente‖. 26 
 
En julio de 1999, Sentencia C 507/99, la Corte Constitucional dijo sí a los 
homosexuales en las fuerzas militares, advirtiendo que pueden revelar su 
condición sexual pero que están sometidos a las mismas normas de 
conducta que los heterosexuales.  
 
La Corte reconoce que códigos de honor militares pueden ser más estrictos. 
Declarando que no se ajusta a la Constitución una norma que prohibía a los 
miembros de las fuerzas militares tener relaciones con personas 
―homosexuales‖ o realizar ―actos homosexuales‖. La Corte consideró que 
estos son comportamientos protegidos por la autonomía personal y no 
pueden ser sancionados.27 
 
En mayo de 2002, el ciudadano Néstor Iván Osuna Patiño interpuso tutela 
contra el parágrafo 2° del artículo 4° de la Ley 588 de 2000. La norma 
demandada establece un trato desigual no justificado que limita a unos 
ciudadanos la posibilidad de acceder al desempeño de funciones públicas en 
propiedad.  
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 Corte Constitucional colombiana. Sentencia C-481/98.  
27 Corte Constitucional colombiana. Sentencia C-507/99.  
  
 
 
La Corte, Sentencia T-268/00, retira del ordenamiento una norma que 
establecía el ―homosexualismo‖ como inhabilidad para ejercer el cargo de 
notario. La Corte consideró que esta norma violaba la autonomía personal y 
la igualdad, y además es irrelevante desde el punto de vista disciplinario.28 
 
En el mismo mes y año, la señora Aracely Romero Ravelo, actuando en 
nombre de su hija, la menor Daniela Giovanna Martínez, interpuso acción de 
tutela contra la directora del Colegio Nuestra Señora de Nazareth, del 
municipio de Bosa, pues considera que la accionada ha vulnerado los 
derechos fundamentales de su hija a la igualdad, la intimidad personal y 
familiar, el libre desarrollo de la personalidad y el derecho a la educación, al 
haberle dado un trato discriminatorio y haberle cancelado la matrícula, 
mediante decisión del 28 de agosto de 2001 proferida por el Consejo 
Directivo de dicha institución.  
 
A la estudiante se le canceló la matricula, porque se ―dudaba de su identidad 
sexual‖, al respecto la Corte, Sentencia T 435/02, declaró que los colegios no 
pueden establecer normas en los manuales de convivencia que sancionen la 
―homosexualidad‖ o el ―lesbianismo‖.29 
 
En septiembre de 2003 el líder homosexual Edgar Eduardo Robles Fonnegra 
interpuso acción de tutela en contra de la Asociación de Scouts de Colombia, 
que lo expulsó de su organización, en razón de su orientación sexual.  
 
La Corte, en la Sentencia T-808/03, ordenó su reintegro a la asociación por 
cuanto las instituciones privadas tienen el deber de no discriminar a las 
personas por ningún motivo.30 
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 Corte Constitucional colombiana. Sentencia T 435/02 
30 Corte Constitucional colombiana. Sentencia T-808/03  
  
 
 
En marzo de 2004, Juan Pablo Noguera Villar interpuso acción de tutela 
contra el Departamento de Policía de Santa Marta, con el objeto de que se 
ampararan sus derechos a la igualdad, a la integridad, al libre desarrollo de 
la personalidad, a la honra, al buen nombre y a la libre circulación, luego de 
ser detenido arbitrariamente por miembros de la Policía, quienes 
consideraban que su presencia, en un lugar público, afectaba la moral.  
 
La Corte, Sentencia T-301/04, se aclara aquí que la única moral pública  
puede permitir restringir derechos es aquella que sea necesaria para 
proteger los distintos proyectos de vida a la luz de una democracia 
constitucional y ordenó detener estas acciones.31 
 
En mayo de 2004, en ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad, la 
ciudadana Marcela Patricia Jiménez Arango, demandó la inexequibilidad de 
los artículos 25, 26, 33, 40, 41, 42, 45, 47, 48, 49, 50, 58-1, 58-10, 59-1, 59-
2, 59-6, 59-22, 59-35, 59-38, 59-46, 60-1, 60-4, 60-6, 60-8, 60-19, 60-22, 60-
60 de la Ley 836 de 2003 ―Por la cual se expide el reglamento del Régimen 
Disciplinario para las Fuerzas Militares‖. Mediante auto de 6 de octubre de 
2003, el Magistrado sustanciador resolvió rechazar la demanda.  
 
La Corte, Sentencia C-431/0, al revisar el fallo declaró inconstitucionales 
algunas normas del reglamento del régimen disciplinario de las fuerzas 
militares que incluían alusiones negativas hacia las personas 
homosexuales.32 
 
En noviembre de 2004, en el proceso de revisión del fallo adoptado por el 
Juzgado Penal del Circuito de Chaparral, Tolima, la Corte en su fallo, 
Sentencia T-1096/04, protegió los derechos de un hombre recluido en un 
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 Corte Constitucional colombiana. Sentencia T-301/04.  
32 Corte Constitucional colombiana. Sentencia C-431/04.  
  
 
 
establecimiento carcelario, y quien había denunciado ser abusado 
sexualmente por otros reclusos. Reconociendo que debido a los prejuicios 
sociales y a las condiciones de derechos humanos de las cárceles, los 
homosexuales tienen mayor vulnerabilidad social y riesgo en estos lugares.33 
 
En agosto de 2005, en nueve de los diez procesos analizados en la presente 
sentencia (Sentencia T-848/05) 34 según demandas imterpuestas por 
mujeres que acusan al Director, Carlos José Prada Ospina, y al Subdirector y 
Capitán de la Guardia de la Cárcel Distrital Villahermosa de Cali, José 
Ramiro Tobar Gómez, de violar sus derechos a la dignidad humana (Art. 1°, 
CP), el derecho a la salud (Art. 49, CP) y discriminar ―a la mujer por el 
período menstrual‖.  
 
En el último de los 10 procesos que se estudia en la presente sentencia, un 
accionante acusa a la Cárcel del Distrito de Manizales, para varones, de 
violar sus derechos a la dignidad humana, a la intimidad y a la igualdad, 
también con ocasión a las requisas a las cuales ha sido sometido por la 
guardia.  
 
Al presente proceso también fue vinculado el Instituto Penitenciario y 
Carcelario, INPEC. La Corte llamó la atención a los directores de los centros 
carcelarios para que protegieran y respetaran la libertad sexual de los 
miembros de la comunidad carcelaria.  
 
La Corte no considera razonable limitar el derecho de toda persona a realizar 
la visita íntima en un ‗ambiente con las condiciones de salubridad 
necesarias‘, proporcionado por el propio establecimiento penitenciario, o 
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 Corte Constitucional colombiana. Sentencia T-1096/04.  
34 Corte Constitucional colombiana. Sentencia T-848/05 
  
 
 
limitar el derecho a ‗los elementos de aseo necesarios para la visita íntima‘, 
cuyo ingreso debe permitirse, o en su defecto, su suministro garantizarse. 
 
En fallo de 2007, la Corte estableció que la orientación sexual es un criterio 
prohibido de discriminación en materia laboral (Sentencia T-152/07).35 En 
febrero de este mismo año, la Corte Constitucional, Sentencia C-075/07, 
declaró la exequibilidad de la Ley 54 de 1990, tal como fue modificada por la 
Ley 979 de 2005, en el entendido que el régimen de protección en ellas 
contenido se aplica también a las parejas homosexuales, reconociendo así, 
los derechos patrimoniales de las parejas del mismo sexo, en iguales 
términos y condiciones de las parejas heterosexuales.36 
 
En octubre de 2007, le correspondió a la Corte establecer si se vulneraban 
los derechos fundamentales a la igualdad (Art. 13 C. P.) y a la dignidad 
humana (Art. 1º C. P.), entre otros, al establecerse en el artículo 163 de la 
Ley 100 de 1993 que la protección a la seguridad social en el régimen 
contributivo tiene alcance familiar y, por tanto, no cubre a los miembros de 
las parejas del mismo sexo.  
 
La Corte Constitucional, Sentencia C-811/07, declaró exequible el artículo 
163 de la Ley 100 de 1993, en el entendido que el régimen de protección en 
ella contenido se aplica también a las parejas del mismo sexo, reconociendo 
el derecho de afiliación en salud de las parejas del mismo sexo, en los 
mismos términos y condiciones de las parejas heterosexuales.37 
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 Corte Constitucional colombiana. Sentencia C-075/07.  
37 Corte Constitucional colombiana. Sentencia C-811/07.  
  
 
 
Con base en ésto, se puede dar cuenta que han transcurrido varios 
esfuerzos pero aun no existe algo sencillo y didáctico que recopile y exponga 
la forma de realizar una aplicación a las leyes que se han impetrado. 
 
Para poder hablar de un estado de la unión patrimonial de hecho en la 
comunidad LGBT en Colombia se hace necesario establecer, en primer 
lugar, qué se entiende por homosexualidad, en segundo lugar, precisar lo 
que a al tema constitucional se refiere con respecto a la unión homosexual y 
en tercer lugar, a la evolución que las dos anteriores han presentado en un 
estado de derecho como el nacional.   
 
Con respecto a la Homosexualidad, etimológicamente, homosexual significa 
―igual‖ (del latín homo) y ―sexo‖ (del latín sexus). Encontrar una definición 
única del concepto resulta mucho más complejo que buscar su etimología, 
puesto que la homosexualidad se da en personas concretas, con toda la 
multiplicidad de sus características propias. Es por eso que para objeto de 
este estudio es necesario remitirse a la definición de la corte constitucional 
que dice: 
 
―La homosexualidad es una condición de la persona humana que implica la 
elección de una opción de vida tan respetable y valida  como cualquiera, en 
la cual sujeto que la adopta es titular, como cualquier persona de intereses 
que se encuentran jurídicamente protegidos, y que no pueden ser objeto de 
restricción por el hecho de que otra persona no compartan su específico 
estilo de vida‖ 38 
 
Es por esto que, a través de la historia, en medio de la transformación social 
y del fenómeno del homosexualismo se ha llegado al surgimiento de nuevas 
                                                             
38Corte constitucional de Colombia, Sentencia T-101/98 
  
 
 
maneras de percibir a esta comunidad como por ejemplo el término LGBT39 
el cual es un sigla que designa colectivamente a Lesbianas, Gays, 
Bisexuales y individuos transgénero, usado desde 1990, que a su vez 
reemplazó la expresión ―comunidad gay‖ término con el cual, 
muchos homosexuales, bisexuales y transexuales sentían no los 
representaba adecuadamente. 
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CAPITULO III 
 
3.1 DERECHO COMPARADO 
 
En una mirada mundial, la discusión sobre la orientación sexual ha tenido 
como principal detractor  a la religión y la moralidad, lo cual no había 
permitido un debate basado en la promulgación de los derechos humanos en 
términos de igualdad. 
 
Es por esto, que aún existen países que condenan los actos homosexuales e 
incluso los castigan como delitos  (ver gráfica 1), como se hizo en Colombia 
en el Código Penal hasta su reforma de 1980.  
 
Gráfica 1. Situación legal en el mundo 
 
Leyes sobre la homosexualidad en el mundo 
 
      Sin información, Comportamiento homosexual legal:      Matrimonio 
homosexual,      Uniones civiles,      Reconocimiento de matrimonios 
  
 
 
homosexuales realizados en otros países y/o estados,      Sin uniones civiles. 
Comportamiento homosexual ilegal:       Pena menor,      Pena mayor, 
     Cadena perpetua,      Pena de muerte.40 
 
Es a partir de entonces, y con la promulgación de la nueva Constitución 
Política en 1991, donde inició una etapa de importantes avances, donde la 
principal protagonista es la igualdad y el mayor logro alcanzado, es el 
reconocimiento de las unión patrimonial de hecho y el reconocimiento de los 
derechos que ésta implica, consolidándose como precedente, para el 
siguiente paso, la aprobación de las leyes que permiten el matrimonio entre 
personas del mismo sexo. 
 
Tal vez, es arriesgado hacer una afirmación como la anterior, pero tal 
afirmación está basada la simple observación de lo que representa el 
derecho comparado, el cual se refleja en la reciente aprobación del 
matrimonio entre personas del mismo sexo en Argentina41, quienes basaron 
su actuar en la experiencia Española, proceso al que llamaron ―el camino a la 
igualdad‖42 
 
3.2 EL PROCESO 
En septiembre de 2005, (…)43 en el marco del Primer Encuentro de 
Organizaciones LGBT del Mercosur celebrado en Rosario, cinco de las 
organizaciones más representativas del movimiento de lesbianas, gays, 
bisexuales y trans, decidieron comenzar a trabajar conjuntamente a fin de 
dar un impulso decisivo a la agenda de la igualdad en Argentina. 
 
                                                             
40 GILBER Achcar, Alain Gresh y otros, “El atlas de Le Monde” Diplomatique, edición española. 
Ediciones Cybermonde, S.L. (2003). ISBN 8495798034. 
41 Ley 26.618, de Matrimonio Igualitario, Republica Argentina, julio 21 de 2010. 
42 Documento “El largo camino a la igualdad: Desarrollo y documentación” Documento consultado 
en: http://www.lgbt.org.ar/home.php 
43 Documento “El proceso Argentino” Documento consultado en: http://www.lgbt.org.ar/home.php 
  
 
 
Fue en ese momento, (…) donde  estas organizaciones recibieron el 
importante impacto que tuvo en la sociedad, la sanción de la Ley de 
Matrimonio para todas y todos en España, el cual, marcaría un modelo 
asociativo a seguir aprendiendo del recorrido y la construcción que en aquel 
país había logrado la aprobación de la Ley de la Igualdad. 
 
El proyecto se presentó en el 2007, año en que se dio la primera reunión de 
la comisión de legislación general par debatir el tema, donde el gobierno jugó 
un papel importante. Al inicio del debate éstos no apoyaron hasta que la 
presidenta de la Nación decidió acompañar el debate positivamente, lo cual 
motivo a que se alcanzaran los votos necesarios que hacía falta para 
sancionar la ley, donde también,  tomaron un rol definitivo la participación del 
sector cultural, la academia y los organismos de derechos humanos quienes 
siempre respetaron los tratados internacionales de derechos humanos y de 
las minorías. 
Argentina se convirtió así en el primer país de América Latina en autorizar el 
matrimonio homosexual, con un histórico voto en el Senado, que fue 
celebrado por la presidenta Cristina Kirchner. La ley 26.618 de matrimonio 
igualitario de la república argentina del 21 de julio de 2010 (Ver anexo 1), se 
aprobó con 33 votos a favor, 27 en contra y 3 abstenciones, tras una sesión 
de más de 13 horas y pese a la oposición de la Iglesia católica, culto 
mayoritario en el país, que lideró una intensa movilización para impedir su 
aprobación. Los senadores votaron según sus concepciones personales, sin 
que existiera una postura homogénea en los bloques. 
La iniciativa, apoyada por el gobierno peronista de Kirchner, consagró por ley 
los matrimonios entre homosexuales y ahora sólo falta su reglamentación por 
el Ejecutivo. La nueva legislación contempla reformar el Código Civil 
cambiando la fórmula de "marido y mujer" por el término "contrayentes" y 
  
 
 
prevé igualar los derechos de las parejas homosexuales con las 
heterosexuales, incluyendo los derechos de adopción, herencia y beneficios 
sociales. 
3.3 LOS PUNTOS COMUNES 
Tanto en España como en Argentina y ahora en Colombia, La comunidad 
LGBT basa sus peticiones ante el estado en los principios de igualdad así 
como también en la garantía de los derechos humanos, donde lo que se 
demanda es básicamente lo siguiente: 
 
Una ley que permita el acceso al matrimonio para todas las personas, más 
allá de su género u orientación sexual, otorgándoles los mismos derechos y 
obligaciones que a las demás. Para esto, simplemente se reemplazarían las 
palabras ―hombre y mujer‖ por otras como ―cónyuges‖ o ―compañeros 
permanentes‖ en algunos artículos del Código Civil, donde el término 
matrimonio sea visto más allá del contexto religioso, ya que además el origen 
de este término latino se remonta al Imperio Romano, donde era un simple 
contrato civil, y es previo al surgimiento del cristianismo, momento en que la 
Iglesia católica usó este nombre para denominar uno de sus sacramentos44.  
 
Es decir, que son dos cosas diferentes que por motivos históricos se llaman 
igual. En cualquier caso, el estado debe regular el matrimonio para todas las 
personas, practiquen o no alguna religión. 
 
Con base en lo anterior, no es arriesgado hablar de la pronta aprobación del 
matrimonio entre parejas del mismo sexo en Colombia, pues como se 
cuestionó al inicio de este documento, ¿Es éste el inicio del camino hacia la 
igualdad total?   
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CAPITULO IV 
 
4.1 EN COLOMBIA 
 
El emergente movimiento gay en Colombia tiene todavía mucho camino por 
recorrer antes de que la completa igualdad sea conseguida. ―La homofobia 
es rampante a través de la sociedad, resultado en una alta discriminación 
hacia gays y lesbianas, quienes pueden ser rechazados por su familia y 
amigos.‖45 
 
La discriminación social por diferente orientación sexual es unas de las 
características de la comunidad moderna, (…), con una gran diversidad 
dentro de cada uno de los sectores de la ciudad, entre los cuales 
encontramos personas. Lesbianas, Gays, Bisexuales, Transgeneristas y 
Heterosexuales, la cual se llamara comunidad LGBTH de ahora en más), 
podemos considerar que el índice de discriminación aumenta 
alarmantemente en esta ciudad conservadora y llena de prejuicios causados 
por la desinformación, la asesoría personal o grupal, la inexistencia de unos 
espacios de integración y la falta de una educación adecuada. 
 
La llamada comunidad LGBT (Lesbianas, Gays, Bisexuales y 
transgeneristas) no ha logrado condiciones de equidad y aun lucha por el 
reconocimiento pleno de sus derechos y para lograr un status que les 
garantice a sus miembros igualdad ante la ley, como en su momento lo 
lograron las mujeres con el voto, y las minorías indígenas con su cultura y 
sus costumbres ancestrales. 
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Los homosexuales están ahí, en todas partes, en todos los círculos sociales, 
en la escuela, en los colegios, en las universidades, en las empresas, en las 
cárceles, en los batallones, en los seminarios, (…), pero la realidad cotidiana 
está lejos de la aceptación, la tolerancia y el respeto por ellos. Existe una 
visión consumista, masculina y urbana de la homosexualidad, pero es 
fundamental caer en cuenta que hay homosexuales campesinos, indígenas, 
guerrilleros, militares y de todos los estratos, razas y profesiones. 
 
―En el mundo entero, de acuerdo con conocedores e investigadores del 
tema, el porcentaje de población homosexual varía entre 8% y 10% de 
hombres gay, y entre 4% y 5% de lesbianas. No hay diferencias significativas 
entre sociedades industrializadas y pobres o entre sociedades con más o 
menos niveles de machismo o feminismo, en materia de producción de 
homosexuales. 
 
4.2 DESARROLLO LEGISLATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
4.2.1 Con respecto a lo Constitucional 
La Corte es, tanto como el Congreso de la República, son instituciones que 
deben garantizar la democracia. Su papel es proteger los derechos de las 
minorías, de aquellos cuyos intereses no encuentran la representación 
adecuada en los representantes elegidos popularmente, en particular, en 
este caso, la comunidad LGBT y su igualdad ante las diferentes figuras de 
unión del país. 
 
En Colombia existen dos tipos de unión,  la unión marital de hecho conocida 
también como unión libre y el matrimonio46. La primera, hoy aplicable tanto a 
parejas heterosexuales como del mismo sexo, consiste en la unión de dos 
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personas que para garantizar sus derechos patrimoniales deciden establecer 
una sociedad patrimonial sin necesidad de estar casados, que también 
puede estar registrada o no por medio de escritura pública en una notaría. 
 
La segunda,  es una modalidad de unión que surge cuando un hombre y una 
mujer deciden por mutuo acuerdo, casarse ante un notaría, un juzgado o 
ante un sacerdote, un pastor o una autoridad religiosa reconocida, mediante 
un rito religioso47. Es esta diferenciación, la que ha generado todo un debate 
en cuanto a los derechos y alcances que cada una de estas tiene 
constitucionalmente hablando y que han generado, el debate basado en la 
reclamación de igualdad de la, antes definida, comunidad LGBT. 
 
4.2.2 Con respecto a la legislación 
De acuerdo con la Ley 54 de 1990, las uniones maritales de hecho y régimen 
patrimonial entre compañeros permanentes, ha generado grandes 
discusiones en torno al alcance de los derechos reconocidos por dicha ley a 
los denominados compañeros permanentes, ya que el legislador con esta ley 
modificó la primigenia concepción de la familia, que después fue ratificada 
por el artículo 42 de la Constitución de Colombia de 199348. 
 
Esto permite plantear diferencias entre dos instituciones49, el matrimonio y la 
unión marital de hecho. En el matrimonio da pie al surgimiento de una 
                                                             
47 “Esta forma de legalizar la unión sólo es posible para las parejas heterosexuales. Los integrantes del 
matrimonio reciben el nombre de cónyuges y sus derechos patrimoniales se garantizan a través de la llamada 
sociedad conyugal, conformada por el conjunto de bienes de sus integrantes”. 
48  El artículo 42 reza: “por la cual se definen las uniones maritales de hecho y régimen patrimonial entre 
compañeros permanentes” Colombia, Constitución Política de 1991. Art. 42 
49  (...) Entendiendo a las instituciones como reglas de juego de las relaciones humanas, son diferentes 
según el contexto y el país. Su principal función es reducir la incertidumbre y producir interacción, 
mostrando estabilidad para que se mantenga una confianza en el sistema jurídico y este cree lo mismo en 
la economía. Es decir que, generen seguridad jurídica (…)”. Tomado de NORTH, Douglas. Instituciones, 
Cambio Institucional Y Desempeño Económico Fondo de Cultura Económica, México 1995. Pág. 13-42. 
 
  
 
 
sociedad conyugal50 y en la unión marital con la sociedad patrimonial51. Con 
base en esto, es necesario entrar a revisar y , los planteamientos de las dos 
cortes en lo que se refiere a la unión marital de hecho, buscando establecer 
si hay diferencias en sus jurisprudencias, o si por el contrario están 
encaminadas por argumentaciones y planteamientos iguales o similares. 
 
Según Arturo Valencia Zea, ―La familia extramatrimonial surge de la unión, 
sin vínculo matrimonial entre un hombre y una mujer que se comportan ante 
los demás como esposos‖. Se refiere a la familia conformada entre un 
hombre y una mujer, sin estar casados, pero que conforman una comunidad 
de vida singular y permanente conforme a la Ley 54 de 1990, la cual define 
esta relación como: Unión Marital de Hecho. Otorgándole carácter de 
institución jurídica de orden legal, suprimiendo toda connotación negativa a 
dicha relación.  
 
De acuerdo con Valencia Zea, este es un fenómeno que se ha vuelto 
bastante común en las familias de la sociedad moderna, ya que, los vínculos 
religiosos y formales han perdido importancia ante la conformación de una 
familia que se encuentre en igualdad de condiciones a las legalmente 
conformadas ante la ley. 
 
Se debe tener en cuenta, que aunque el matrimonio y la unión marital de 
hecho son dos instituciones que se conforman de maneras distintas, existe 
una serie de elementos y obligaciones que surgen de igual manera en ambos 
vínculos familiares, tanto en las uniones matrimoniales como en hecho, se 
suelen cumplir los mismos fines: fidelidad mutua, obligación de socorro y 
ayuda, procreación de hijos, sustentación de estos, etc.52, Los cuales no se 
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  Colombia, Código Civil, Art. 1774.  
51 Colombia, Ley 54 de 1990. 
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están garantizando de la misma manera para las parejas del mismo sexo y 
que se convierte en el motivo de estudio de este proyecto. 
 
4.2.3 Con respecto a la unión patrimonial de hecho de la comunidad 
LGBT en Colombia 
El primer paso hacia el largo camino a la igualdad que dio la legislación 
Colombiana, fue  el cambió  de la normatividad que sancionaba penalmente 
la homosexualidad, es así como por medio del libre desarrollo de la 
personalidad se permite que la persona sea lo que quiere mientras no afecte 
con su actitud la libertad de los demás. 
 
Así se permite ejercer la dignidad y la libertad, pues el objetivo de la 
constitución nacional es la persona y su garantía en la protección por parte 
del estado de sus derechos fundamentales más allá de su género u 
orientación sexual, otorgándoles los mismos derechos y obligaciones que a 
las demás. 
 
4.2.4 De la corte constitucional: Con respecto a la comunidad LGBT:  
Según la corte constitucional por medio de la sentencia T-097 de marzo 7 de 
1994, (…) Se elevó a la condición de derecho fundamental la libertad en 
materia de opciones vitales y creencias individuales y, en consecuencia, 
enfatizó (…) que es evidente que la homosexualidad está en este ámbito de 
protección y en tal sentido, ella no puede significar un factor de 
discriminación social. 
 
Según sentencia T-539 de noviembre 30 de 1994, los homosexuales no 
pueden ser objeto de discriminación en razón de su condición. El hecho que 
su conducta sexual no sea la misma que adopta la mayoría de la población, 
no justifica tratamiento desigual. Los homosexuales tienen su interés 
jurídicamente protegido. 
  
 
 
Según sentencia T-539 de noviembre 30 de 1994, Es cierto que el rechazo  
que existe hacia los homosexuales es injustificado bajo el marco de una  
filosofía de comprensión y tolerancia como el que inspira la carta de 1991. 
Los dogmatismo  están proscritos, y en su reemplazo hay un respeto 
absoluto  por las posturas minoritaria (…) En la sociedad contemporánea se 
ha abierto espacio a la tolerancia y la comprensión hacia las posturas 
contrarias. De ahí que, como se ha dicho, los homosexuales son titulares de 
todos los derechos fundamentales de la persona humana, y no hay título 
jurídico para excluirlos de las actitudes de respeto, justicia y solidaridad. 
 
Según Sentencia C-098/96, El derecho fundamental a la libre opción sexual 
sustrae el proceso democrático la posibilidad  y la legitimidad de imponer o 
plasmar a través de la ley la opción sexual mayoritaria.  
 
La sexualidad, aparte de comprometer  la esfera más íntima y personal  de 
los individuos (C.P. art.15), pertenece al campo de su libertad fundamental, y 
en ellos, el Estado y la colectividad no pueden intervenir, pues no está en 
juego un interés público que lo amerite, ni tampoco se genera un daño social.  
 
La Corte no considera que el principio democrático pueda en verdad avalar 
un consenso mayoritario que relegue a los homosexuales al nivel de 
ciudadanos de segunda categoría.  
 
El principio de igualdad  (C.P. art.13), se opone, de manera radical, a que a 
través de la Ley, por razones de orden sexual, se subyugue a una minoría 
que no comparta los gustos, hábitos y prácticas sexuales de la mayoría. 
 
Según Sentencia C-481 de 1998, Las visiones tradicionales de la 
homosexualidad como una enfermedad o una anormalidad que debe ser 
curada médicamente no son aceptables en las sociedades pluralistas 
  
 
 
contemporáneas, pues desconocen los avances de las teorías sicológicas en 
este campo y se fundan en una confusión conceptual.  (…) No son los 
problemas de los homosexuales los que provocan una marginación social sino 
que, al contrario, es la marginación social la que genera problemas en ciertos 
homosexuales. 
 
Si la orientación sexual se encuentra biológicamente determinada, como lo 
sostienen algunas investigaciones, entonces la marginación de los 
homosexuales es discriminatoria y violatoria de la igualdad, pues equivale a 
una segregación por  razón del sexo (CP art, 13).  
 
Por lo contrario, si la preferencia sexual es asumida libremente por la 
persona, como lo sostienen otros enfoques, entonces esa escogencia se 
encuentra protegida como un elemento esencial de su autonomía, su 
intimidad y, en particular, de su derecho al libre desarrollo de la personalidad 
(CP art. 16).  
 
Según Sentencia C-507 de 1999, El actual orden jurídico, fundado en el 
respeto por la dignidad humana, la tolerancia, la solidaridad y la autonomía 
personal (C.P. arts. 1°, 2°, 15 y 16), no legitima al Estado para crear 
dispositivos legales que estigmaticen determinados comportamientos 
sexuales y, en alguna medida, dificulten el ejercicio libre de la sexualidad.  
 
Resulta bastante claro que la sexualidad de las personas y, particularmente, 
su comportamiento homosexual, no puede ser objeto de estigmatización 
particular o institucional y, por tanto, la participación que el individuo como 
ser social pueda tener en la vida del Estado, en manera alguna puede estar 
condicionada por su inclinación y desarrollo sexual. 
 
  
 
 
Según sentencia C-075 de 2007, se reconoce algunos efectos patrimoniales 
a las parejas del mismo sexo (…) la corte afirma que la ley 54 de 1990, que 
regula la unión marital de hecho, es constitucional únicamente cuando se 
entiende aplicable tanto a las parejas heterosexuales como a las parejas del 
mismo sexo. 
 
De esta forma, por primera vez en la historia de Colombia, la existencia de 
las parejas compuestas por dos hombres o dos mujeres tiene consecuencias 
jurídicas. Esta sentencia significa un paso importante para eliminar la 
discriminación a la que han estado sometidos los homosexuales en 
Colombia, pues para la corte, la orientación sexual no es un criterio legítimo 
para determinar la manera como se distribuyen los derechos y obligaciones 
básicas de los ciudadanos. 
 
Esta sentencia implica un cambio notable en la jurisprudencia de la corte 
constitucional con respecto a los homosexuales, así como también implica el 
nacimiento jurídico de las parejas del mismo sexo en Colombia. 
 
4.2.5 Alcances legales de las uniones de parejas del mismo sexo 
La ley 54 de 1990 reconoció los derechos a las parejas conformadas por un 
hombre y una mujer,  quienes sin estar casados comparten su vida 
permanentemente, viven en unión marital de hecho, o en unión libre, ley que 
fue modificada por la corte constitucional por medio de la sentencia C-075 de 
2007, dando así el mismo reconocimiento a parejas del mismo sexo, 
concediendo los derechos patrimoniales basados prácticamente en derechos 
humanos como el derecho a la igualdad, el derecho a la educación, derecho al 
trabajo, a la salud y seguridad social y por último y no por ser el menos 
importante sino porque no se está garantizando, el derecho a fundar una 
  
 
 
familia, pues la Corte Constitucional ha interpretado el Artículo 4253 de la 
Constitución Política de forma tal que las personas homosexuales quedan al 
margen de todos los derechos derivados de la constitución de una familia. Esta 
es una grave situación que amerita un remedio rápido y eficaz. 
 
A continuación se nombraran los derechos patrimoniales para las parejas del 
mismo sexo sobre los que se ha ganado terreno por medio de los 
pronunciamientos de la corte constitucional colombiana.  
 
La sustitución pensional compañero  permanente del mismo sexo, la filiación 
a salud como beneficiario de compañero permanente, el deber  y derecho de 
alimentos entre compañeros permanentes, la afiliación pareja del mismo 
sexo al sistema de salud, la afiliación de la pareja al sistema de pensiones, el 
reconocimiento del patrimonio de familia inembargable y afectación de 
bienes inmuebles a vivienda familiar. 
 
Derechos migratorios para las parejas, residir en el departamento de San 
Andrés y Providencia, la garantía de no incriminación en materia penal, el 
beneficio de prescindir de la sanción penal, el acceso a verdad, la justicia y la 
reparación de víctimas de crímenes atroces, las prestaciones en el régimen 
pensional y de salud de la fuerza pública y los subsidio familiar en servicios,  
para vivienda, acceso a indemnizaciones del SOAT (Seguro Obligatorio de 
Accidentes de Tránsito) por muertes en accidentes de tránsito, deberes 
relacionados con el acceso y ejercicio de la función pública y celebración de 
contratos estatales. 
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 “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la 
decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla”. 
 
  
 
 
4.2.5.1 Se necesita para realizar una unión patrimonial de hecho 
 
Tabla 1. Diferenciación y limitación unión heterosexual/homosexual 
DIFERENCIACIÓN Y LIMITACIÓN UNIÓN HETEROSEXUAL/HOMOSEXUAL 
Forma de la unión Matrimonio Unión marital de hecho 
Integrantes Cónyuges heterosexuales 
Compañeros permanentes 
(Heterosexuales y Homosexuales) 
Derechos patrimoniales sociedad conyugal Sociedad Patrimonial 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
En primer lugar la convivencia de la pareja de manera permanente, así como 
también que ninguna de las dos personas tengan impedimentos jurídicos o en 
caso de haber estado casados, alguno de los dos, él en cualquier caso ella o 
ambos, es necesario que hayan realizado la separación de bienes.  
 
En el caso que la declaración de la unión patrimonial, se debe acudir ante una 
notaría y manifestar de común acuerdo la decisión por medio de escritura 
pública y hacer constancia por medio de un acta, acción para la cual no es 
necesario cumplir con el requisito de tiempo mínimo de convivencia. 
 
Una vez establecida la unión patrimonial de hecho, según el art. 3 de la ley 54 
de 1990, todo lo que se adquiera a nombre de cualquiera de las personas o los 
dos individuos que conforman la unión desde el momento en que se inicie la 
convivencia y hasta el momento en que ésta termine por común acuerdo o 
muerte, pertenece a los dos en un equivalente a partes iguales; salvo los 
bienes que no ingresan en la unión patrimonial tales como, los adquiridos por 
donaciones , herencias y los que pertenecían a cada uno de los individuos al 
iniciar la unión, sin embargo, si se incluyen las rentas y otros valores 
producidos por los ya nombrados durante la unión. 
  
 
 
4.2.5.2 Ventajas de la declaración de la unión ante Notaría pública. 
Sirve como soporte ante la garantía de todos los derechos adquiridos como 
unión tales como los beneficios de salud, pensión y sucesión en caso de 
muerte de uno de los individuos. Aquí es necesario hacer la salvedad, que no 
es necesario haber declarado la unión, debido a que existen otras maneras 
de probar la convivencia. 
  
4.2.5.3 Motivos para terminar o disolver una unión patrimonial de hecho 
 
Tabla 2. Razones de disolución de unión patrimonial 
 
RAZONES DE DISOLUCIÓN DE UNIÓN PATRIMONIAL 
Razones Cómo disolverla  
Por separación física y definitiva de 
la pareja 
 Esta se da por mutuo acuerdo consignado en escritura 
pública ante notario o ante acta en un centro de 
conciliación, en el cual pueden repartirse los bienes 
como deseen. Cuando  no hay acuerdo entre los 
integrantes de la pareja, debe acudirse a un proceso 
judicial ante jueces de familia. en este caso se necesita 
del servicio de un abogado. 
Por muerte de uno o ambos 
integrantes de la pareja 
Se debe iniciar un proceso de sucesión a través de una 
demanda o participar en el proceso de sucesión que 
inicien los herederos y buscar la liquidación de la 
sociedad patrimonial. 
Por el matrimonio de uno de los 
integrantes con otra persona. 
Se debe iniciar proceso judicial o llegar a un acuerdo con 
su pareja para liquidar la sociedad patrimonial 
Sólo se tiene un año después de terminada la unión para reclamar sobre la sociedad 
patrimonial. Pasado este tiempo, se pierden los derechos. En caso de muerte del compañero, 
los herederos tienen derecho sobre el 50% de los bienes comunes, es decir sobre el porcentaje 
que le corresponde a su pareja en la sociedad patrimonial.  
 
Fuente: Elaboración propia 
 
  
 
 
Como motivo principal se puede contar la separación física y definitiva de la 
pareja por común acuerdo expresada ante notaría mediante escritura pública 
o en centro de conciliación mediante acta, en el evento de haber sido 
declarada. 
 
Cuando no hay común acuerdo, es necesario que una persona demande a la 
otra y obtener la terminación por sentencia judicial y por último, en caso de 
muerte de uno de los individuos. En caso de separación física y definitiva de 
la pareja, la unión, la ley concede un plazo de un año para presentar la 
demanda, la cual puede ser presentada por cualquiera de los individuos que 
hizo parte de la unión. Pasado el año se puede demandar en cualquier 
momento (no hay plazo) para efectos de establecer que la relación existió 
pero sin efectos patrimoniales. 
 
4.2.5.4 Otros alcances de la unión. 
 
Tabla 3. Bienes pertenecientes a la sociedad patrimonial 
 
BIENES PERTENECIENTES A LA SOCIEDAD PATRIMONIAL 
QUÉ SÍ HACE PARTE DE LA SOCIEDAD PATRIMONIAL QUÉ NO HACE PARTE  
Bienes Muebles 
Electrodomésticos, vehículos, 
muebles de la casa, dinero 
representado en Bancos, salarios, 
honorarios, primas, vacaciones, 
bonos pensiónales y cesantías 
resultado del trabajo de cada uno 
de los miembros de la pareja, y 
los aportes y acciones en 
sociedades. 
Donaciones, herencias y los 
bienes muebles o inmuebles o las 
deudas adquiridas antes de 
iniciar la unión.    (sin embargo, 
los frutos o utilidades de esos 
bienes si hacen parte de la 
sociedad patrimonial) 
Bienes Inmuebles 
Tales como casa, apartamentos, 
lotes o fincas 
- 
Deudas Compromisos económicos o - 
  
 
 
deudas adquiridos en beneficio 
de la pareja. Por tanto, su pago 
es responsabilidad de la pareja. 
Aunque la ley protege a ambos integrantes de la pareja en materia patrimonial y considera 
que todo debe compartirse por partes iguales, se recomienda que al momento de realizar 
cualquier compra, negocio o inversión, ambos integrantes de la pareja firmen los 
documentos y escritura, para así evitar problemas legales y discusiones posteriores. 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
En caso de fallecimiento de de uno de los individuos se debe tener en cuenta 
la liquidación de la unión, donde se asigna a cada persona el 50% de los 
bienes y deudas, situación en la cual, la persona que vive toma su mitad y el 
otro 50% ingresa a la sucesión de quién falleció.  
 
las parejas del mismo sexo pueden recurrir a las figuras de afectar a vivienda 
familiar y construir patrimonio de familia sobre inmueble con el fin de proteger 
el inmueble de embargos y así asegurar una vivienda digna y no perder el 
hogar que habitan.  
 
Otro de los alcances que abarcan a las parejas del mismo sexo es el 
beneficio de exonerarse de declarar en el proceso en el cual la pareja está 
siendo investigada o en curso de un proceso penal o de la justicia penal 
militar o disciplinaria. 
 
A partir de la sentencia 029 de 2009, la normatividad sobre la violencia 
familiar aplica a las parejas del mismo sexo, razón por la cual, cualquier 
individuo que haga parte de la unión puede acudir a las instituciones 
encargadas de proteger estos derechos, así como también se extiende a los 
delitos de malversación y dilapidación de bienes familiares. 
 
  
 
 
En los casos de verdad, justicia y reparación, la persona se que se considere 
victimas, para todos los efectos legales- de crímenes atroces, protección civil 
y temas como secuestro puede recibir información y beneficios por medidas 
de rehabilitación, satisfacción y garantía de no repetición, entrega del 
cadáver, conocer las diligencias practicadas para la búsqueda de la persona 
desaparecida, el derecho a la reunificación familiar de las personas  
desplazadas la administración de los bienes de personas víctimas de 
desaparición forzada y beneficios relativos a la protección de las víctimas del 
secuestro. 
 
Las parejas del mismo sexo conformadas por una persona perteneciente a la 
Policía Nacional o Fuerzas Armadas tienen derecho a la afiliación al sistema 
de salud y la pensión como todas las parejas que hacen parte de estas 
instituciones. 
 
Así como también, ahora pueden acceder a los subsidios de vivienda y en 
general a todos los beneficios en dinero, especie o servicios en iguales 
condiciones a las parejas conformadas por un hombre y una mujer. En caso 
de fallecimiento en accidente de tránsito la pareja es la beneficiaria y la 
familia de la persona fallecida pierde los derechos de reclamar.  
 
Para quienes ejercen funciones públicas, deben presentar declaración 
juramentada sobre el nombre y documento de identidad de la pareja y 
quedan incluidos dentro del régimen de inhabilidades e incompatibilidades. 
Por lo anterior quedo prohibido contratarse en la administración pública. 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
CAPITULO V 
 
5.1 TRABAJO DE CAMPO 
 
5.1.1 Con relación a las instituciones nacionales. 
Es inquietante darse cuenta que tanto las instituciones  como las 
organizaciones sin ánimo de lucro, específicamente las fundadas por la 
misma comunidad LGBT, carecen de información  medible en cuanto a 
temas relacionados con la población homosexual y en este caso particular, 
con relación a las uniones patrimoniales de hecho entre personas del mismo 
sexo. 
 
En una consulta realizada por medio del ejercicio del derecho de petición 
consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional y en el artículo 5º 
del Código Contencioso Administrativo, se envió el nombrado documento al 
Centro Comunitario Distrital LGBT de la Alcandía Mayor de Bogotá (ver 
anexo 2), al Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas (DANE) 
(ver anexo 3) y a la Superintendencia  de Notariado y Registro (ver anexo 4), 
con el fin de solicitar información estadística sobre posibles estudios de 
consultoría y datos específicos de la unión patrimonial en la comunidad 
LGBT, de los cuales dos respuestas, la del Centro Comunitario Distrital y el 
DANE (ver anexos 5 y 6) fueron negativas. 
 
La tercera (ver anexo 7), Correspondiente a la Superintendencia de 
Notariado y Registro arrojó la siguiente información con respecto al 
información estadística del registro a nivel nacional de la sociedad 
patrimonial entre parejas del mismo sexo reportadas por las notarias en el 
primer semestre de 2010 dónde se presentaron 28 actos registrados en los 
  
 
 
departamentos de Antioquia, Atlántico, Caldas, Cundinamarca, Quindío, y 
Santander, discriminados así: 
 
Gráfica 2. Uniones Patrimoniales de hecho, parejas del mismo sexo, 1er 
semestre de 2010 
 
 
Fuente: Elabotración propia 
 
Una vez recibidos los datos antes nombrados se realizo una búsqueda online 
sobre estudios o datos estadísticos relacionados con la comunidad LGBT en 
las páginas oficiales de Colombia diversa, Bogotá gay, entre otros portales 
LGBT y el Centro nacional de consultoría, búsqueda que arrojo resultados 
negativos. 
 
5.1.2 Otros datos interesantes.  
De acuerdo con el tema principal de este proyecto, ―El estado de la Sociedad 
Patrimonial de hecho en la comunidad LGBT en Colombia‖ se realizó una 
encuesta relacionada al conocimiento que tiene los miembros de esta 
comunidad con relación al mismo, (Ver Anexo 8), donde las cinco (5) 
preguntas que la componían, ofrecían las siguientes opciones de respuesta 
cerradas: Si, en caso de tener pleno conocimiento del tema; No, en caso de 
no saber nada sobre el tema; He escuchado, en caso de tener una referencia 
vaga del tema a través de medios de comunicación o terceros. 
  
 
 
5.1.2.1 Ficha técnica 
Tabla 4. Ficha técnica 
 
FICHA TÉNICA 
Muestra 100 personas de la comunidad LGBT  
Lugar de aplicación  Localidad de Chapinero 
Objetivo 
Medir el conocimiento general sobre la 
sociedad patrimonial de hecho y sus 
aspectos generales 
Características de 
la población  
Personas entre un rango de edad de 18 a 
60 años pertenecientes a la población 
LGBT. 
Tipo de encuesta Informativa de preguntas cerradas 
Encuestador Autor del proyecto 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
5.1.2.2 Resultados de la encuesta 
 
Gráfica 3. ¿Sabía que existe una ley que protege la Sociedad patrimonial de 
hecho para la comunidad LGBT en Colombia? 
 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
  
 
 
De acuerdo a la gráfica el predomina el conocimiento general por medio de 
medios de comunicación y terceros, situación la cual, refleja el poco 
conocimiento real de la ley por parte de la comunidad LGBT en la localidad 
de chapinero. 
 
Gráfica 4. ¿Conoce algún caso de unión por sociedad patrimonial de hecho? 
 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
De acuerdo a estos resultados, la mayoría de los encuestados no tienen 
conocimiento de otras personas que hayan establecido una unión patrimonial 
de hecho, situación la cual, sugiere lo que en la gráfica 2, se manifiesta en el 
registro de uniones los cuales son muy pocos por departamentos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
Figura 5. ¿Conoce Qué bienes hacen parte de la Sociedad patrimonial de 
hecho? 
 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
En esta gráfica se sigue corroborando el amplio margen de desinformación 
del cual se habla en el planteamiento del problea y la justificación de este 
documento. 
 
Figura 6. ¿Conoce las causas de disolución de la Sociedad patrimonial de 
hecho? 
 
Fuente: Elaboración propia 
  
 
 
Figura 7. ¿Le gustaría, en algún momento de su vida, establecer una 
sociedad patrimonial de hecho? 
 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
En conclusión, se pudo observar que el nivel de desinformación es muy alto 
en la misma comunidad, factor que puede atobuirse al hecho que quienes 
luchan inicialmente por el reconocimiento de estos derechos se refiere 
principalmente a las diferentes organizaciones que representan a la 
cominidad LGBT tanto locales, como a nivel nacional. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
  
CAPITULO VI 
 
6.1 PROPUESTA 
 
Teniendo en cuenta el régimen patrimonial en Colombia de los ―cónyuges‖, el 
cual ha sufrido profundos cambios en todo el ordenamiento legal, en cuanto 
al sistema usado de administración de bienes de la sociedad conyugal,  en 
donde, con la reforma de la ley 28 de 1932, dejo de estar reservada al 
hombre en condiciones ordinarias  y a la mujer, en extraordinarias, aquélla 
paso a ser una administración compartida, dicha reforma entregó la potestad 
a las uniones matrimoniales entre un hombre y una mujer, para que a partir 
del momento en que este sea celebrado, la administración y disposición de 
los bienes que le pertenezcan al momento de contraer matrimonio o que se 
hubiere aportado a él, como los demás que por cualquier causa se 
adquieran. 
 
 Ahora bien, teniendo en cuenta que en Colombia a partir de la constitución 
de 1991, las comunidades homosexuales con toda su diversidad que las 
componen y que se expusieron en el anterior trabajo, a pesar que han 
presentado varias propuestas para tener los mismos derechos de las uniones 
de personas heterosexuales,  están hasta este momento en el infortunio de 
tener que cumplir un sin número de requisitos para poder adquirir los 
derechos que nacen de inmediato con la declaración de la Unión marital de 
hecho o en su defecto con la celebración del matrimonio, sin embargo la 
Corte Constitucional en su más reciente sentencia la C-577 de 2011 sobre el 
tema , abrió una luz al asunto del matrimonio. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior la propuesta planteada en el desarrollo de 
este trabajo es sin duda la que está por constituirse en el ordenamiento civil 
  
 
 
colombiano, ya que desde la iniciación de este trabajo la Corte dio el primer 
paso en febrero de 2011, cuando le otorgó al Congreso de la República 
legislar sobre la unión en matrimonio de las parejas LGBT, dejando de 
hacerse a un lado para reconocer todos los derechos consagrados en la 
Constitución nacional y solo los que tienen que ver con el libre desarrollo de 
la personalidad y derecho a la libre asociación y que en últimas que lo se 
debe pretender no tanto es la que se celebren matrimonios sino que en el 
ámbito  constitucional se adquieran los derechos civiles que enmarcan el 
contrato del matrimonio, como son la sociedad conyugal, y así lograr se 
modifique el artículo 113 de Código Civil, en el sentido de que su definición 
sea: El matrimonio es un contrato solemne entre dos personas que deciden 
unirse con el fin de vivir juntos y de auxiliarse mutuamente, con ese cambio y 
reformando el inciso 1° del artículo 42  de la Constitución Nacional, al 
declarar inconstitucional la expresión ―… por la decisión libre de un hombre y 
una mujer …‖, el estado colombiano entraría en los países que han 
reconocido la verdadera expresión de sus cartas políticas en donde admiten 
la sociedad con todas sus diversidades y magnificando el derecho a la 
igualdad. 
 
Ya si Colombia no reconoce el matrimonio, y que de seguro lo va realizar se 
acabarían los problemas patrimoniales que actualmente están cursan en los 
estrados de competencia del juez de familia, en cuanto a los bienes de las 
parejas conformadas por personas del mismo sexo, sus familias y la 
discriminación existente, y se protegería al cónyuge sobreviviente que ha 
promovido por los intereses y bienes adquiridos comunes y proyectos con 
quien fue su pareja algún día, o simplemente con aquellos que intentaron 
construir un futuro juntos y por cuestiones de la vida deciden disolver o 
liquidar aquello que iniciaron y que durante ese término  adquirieron un 
patrimonio  y que el mismo Estado le impuso obligaciones y deberes, ya la 
  
 
 
sociedades patrimoniales entre parejas LGBT, también tienen que pagar 
impuestos, enajenan y adquieren bienes y también heredan. 
 
Es así que mientras que eso sucede, las parejas homosexuales en Colombia 
están llamadas a recurrir varias opciones y los estrados judiciales sin ser la 
esencia de la justicia, buscar el reconocimiento de unos derechos que 
abordan a todos rastros los derechos patrimoniales, que han existido durante 
toda la historia de la humanidad y no es una invención de esta comunidad o 
capricho, para lograr ejercer sus derechos como ciudadanos. 
 
Situación muy diferente es la adopción, lo cual quedaría cobijado amparado 
bajo el reconocimiento del matrimonio de las uniones maritales de hecho 
entre parejas del mismo sexo, lo que no es tema de este trabajo, pero que 
sin embargo, es un argumento que debe ser normalizado ampliamente. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Colombia es un país  que a pesar de estar constituido como un estado social 
de derecho, no ha garantizado de manera eficiente el cumplimiento de los 
derechos de la comunidad LGBT, ya que la mayoría de los reconocimientos 
se han realizado mediante pronunciamientos de las altas cortes por medio de 
revisión de tutelas y sentencias de constitucionalidad. 
 
Los avances promovidos por la Corte Constitucional se han caracterizado por 
presentar contradicciones que están sujetas a la concepción de las leyes 
desde un punto de vista heterosexual, pues aunque la comunidad LGBT es 
reconocida como igual, se continúa con la exclusión de los mismos de 
derechos que hasta hoy son viables en el caso expreso de los individuos 
heterosexuales. 
 
De igual manera, tanto las organizaciones de grupos LGBT, como las 
instituciones del estado, carecen de programas y estudios que promuevan la 
revisión de las normas que generan exclusión, así como también, necesitan 
generar estudios que permitan delimitar de una mejor manera la diversidad 
representada por el sigla que define a la comunidad de Lesbianas, Gays, 
Bisexuales y Transexuales. 
 
Es por esto que tanto las organizaciones LGBT como los promotores de la 
igualdad de derechos para las parejas homosexuales deben tomar ventaja 
del auge latinoamericano impulsado por la aprobación del matrimonio en 
Argentina, el cual por medio de las ventajas del derecho comparado puede 
ayudar a ganar terreno en el largo camino hacia la libertad total en Colombia.  
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ANEXOS 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
ANEXO 1 
 
Ley 26.618, de Matrimonio Igualitario, Republica Argentina, julio 21 de 2010. 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en 
Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley: 
 
ARTÍCULO 1º — Modifíquese el inciso 1 del artículo 144 del Código Civil, el 
que quedará redactado de la siguiente forma: de los cónyuges no separado 
personalmente o divorciado vincularmente. 
 
ARTÍCULO 2º — Sustitúyese el artículo 172 del Código Civil, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
Artículo 172: Es indispensable para la existencia del matrimonio el pleno y 
libre consentimiento expresado personalmente por ambos contrayentes ante 
la autoridad competente para celebrarlo. El matrimonio tendrá los mismos 
requisitos y efectos, con independencia de que los contrayentes sean del 
mismo o de diferente sexo. El acto que careciere de alguno de estos 
requisitos no producirá efectos civiles aunque las partes hubieran obrado de 
buena fe, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente. 
 
ARTÍCULO 3º — Sustitúyese el artículo 188 del Código Civil, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
Artículo 188: El matrimonio deberá celebrarse ante el oficial público 
encargado del Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas que 
corresponda al domicilio de cualquiera de los contrayentes, en su oficina, 
públicamente, compareciendo los futuros esposos en presencia de dos 
testigos y con las formalidades legales. 
  
 
 
Si alguno de los contrayentes estuviere imposibilitado de concurrir, el 
matrimonio podrá celebrarse en el domicilio del impedido o en su residencia 
actual, ante cuatro testigos. En el acto de la celebración del matrimonio, el 
oficial público leerá a los futuros esposos los artículos 198, 199 y 200 de este 
Código, recibiendo de cada uno de ellos, uno después del otro, la 
declaración de que quieren respectivamente constituirse en cónyuges, y 
pronunciará en nombre de la ley que quedan unidos en matrimonio. 
El oficial público no podrá oponerse a que los esposos, después de prestar 
su consentimiento, hagan bendecir su unión en el mismo acto por un ministro 
de su culto. 
ARTICULO 4º — Sustitúyese el artículo 206 del Código Civil, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
Artículo 206: Separados por sentencia firme, cada uno de los cónyuges 
podrá fijar libremente su domicilio o residencia. Si tuviese hijos de ambos a 
su cargo, se aplicarán las disposiciones relativas al régimen de patria 
potestad. 
Los hijos menores de CINCO (5) años quedarán a cargo de la madre, salvo 
causas graves que afecten el interés del menor. En casos de matrimonios 
constituidos por ambos cónyuges del mismo sexo, a falta de acuerdo, el juez 
resolverá teniendo en cuenta el interés del menor. Los mayores de esa edad, 
a falta de acuerdo de los cónyuges, quedarán a cargo de aquel a quien el 
juez considere más idóneo. Los progenitores continuarán sujetos a todas las 
cargas y obligaciones respecto de sus hijos. 
ARTÍCULO 5º — Sustitúyese el artículo 212 del Código Civil, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
  
 
 
Artículo 212: El cónyuge que no dio causa a la separación personal, y que no 
demandó ésta en los supuestos que prevén los artículos 203 y 204, podrá 
revocar las donaciones hechas al otro cónyuge en convención matrimonial. 
ARTICULO 6º — Sustitúyese el inciso 1 del artículo 220 del Código Civil, el 
que quedará redactado de la siguiente forma: 
1. Cuando fuere celebrado con el impedimento establecido en el inciso 5 del 
artículo 166. La nulidad puede ser demandada por el cónyuge incapaz y por 
los que en su representación podrían haberse opuesto a la celebración del 
matrimonio. No podrá demandarse la nulidad después de que el cónyuge o 
los cónyuges hubieren llegado a la edad legal si hubiesen continuado la 
cohabitación, o, cualquiera fuese la edad, si hubieren concebido. 
ARTICULO 7º — Modifíquese el inciso 1 del artículo 264 del Código Civil, el 
que quedará redactado de la siguiente forma: 
1. En el caso de los hijos matrimoniales, a los cónyuges conjuntamente, en 
tanto no estén separados o divorciados, o su matrimonio fuese anulado. Se 
presumirá que los actos realizados por uno de ellos cuenta con el 
consentimiento del otro, salvo en los supuestos contemplados en el artículo 
264 quáter, o cuando mediare expresa oposición. 
ARTÍCULO 8º — Sustitúyese el artículo 264 ter del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma:  
Artículo 264 ter: En caso de desacuerdo entre los padres, cualquiera de ellos 
podrá acudir al juez competente, quien resolverá lo más conveniente para el 
interés del hijo, por el procedimiento más breve previsto por la ley local, 
previa audiencia de los padres con intervención del Ministerio Pupilar. El juez 
podrá, aun de oficio, requerir toda la información que considere necesaria, y 
oír al menor, si éste tuviese suficiente juicio, y las circunstancias lo 
  
 
 
aconsejaren. Si los desacuerdos fueren reiterados o concurriere cualquier 
otra causa que entorpezca gravemente el ejercicio de la patria potestad, 
podrá atribuirlo total o parcialmente a uno de los padres o distribuir entre 
ellos sus funciones, por el plazo que fije, el que no podrá exceder de DOS (2) 
años. 
ARTÍCULO 9º — Sustitúyese el artículo 272 del Código Civil, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
Artículo 272: Si cualquiera de los padres faltare a esta obligación, podrá ser 
demandado por la prestación de alimentos por el propio hijo, si fuese adulto, 
asistido por un tutor especial, por cualquiera de los parientes, o por el 
ministerio de menores. 
ARTÍCULO 10. — Sustitúyese el artículo 287 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 287: Los padres tienen el usufructo de los bienes de sus hijos 
matrimoniales o extramatrimoniales voluntariamente reconocidos, que estén 
bajo su autoridad, con excepción de los siguientes: 
1. Los adquiridos mediante su trabajo, empleo, profesión o industria, aunque 
vivan en casa de sus padres. 
2. Los heredados por motivo de la indignidad o desheredación de sus 
padres. 
3. Los adquiridos por herencia, legado o donación, cuando el donante o 
testador hubiera dispuesto que el usufructo corresponde al hijo. 
ARTICULO 11. — Sustitúyese el artículo 291 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
  
 
 
Artículo 291: Las cargas del usufructo legal de los padres son: 
1. Las que pesan sobre todo usufructuario, excepto la de afianzar. 
2. Los gastos de subsistencia y educación de los hijos, en proporción a la 
importancia del usufructo. 
3. El pago de los intereses de los capitales que venzan durante el usufructo. 
4. Los gastos de enfermedad y entierro del hijo, como los del entierro y 
funerales del que hubiese instituido por heredero al hijo. 
ARTICULO 12. — Sustitúyese el artículo 294 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 294: La administración de los bienes de los hijos será ejercida en 
común por los padres cuando ambos estén en ejercicio de la patria potestad. 
Los actos conservatorios pueden ser otorgados indistintamente por 
cualquiera de los padres. 
Los padres podrán designar de común acuerdo a uno de ellos administrador 
de los bienes de los hijos, pero en ese caso el administrador necesitará el 
consentimiento expreso del otro para todos los actos que requieran también 
la autorización judicial. En caso de graves o persistentes desacuerdos sobre 
la administración de los bienes, cualquiera de los padres podrá requerir al 
juez competente que designe a uno de ellos administrador. 
ARTICULO 13. — Sustitúyese el artículo 296 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 296: En los TRES (3) meses subsiguientes al fallecimiento de uno de 
los padres, el sobreviviente debe hacer inventario judicial de los bienes del 
  
 
 
matrimonio, y determinarse en él los bienes que correspondan a los hijos, so 
pena de no tener el usufructo de los bienes de los hijos menores. 
ARTICULO 14. — Sustitúyese el artículo 307 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 307: Cualquiera de los padres queda privado de la patria potestad: 
1. Por ser condenado como autor, coautor, instigador o cómplice de un delito 
doloso contra la persona o los bienes de alguno de sus hijos, o como 
coautor, instigador o cómplice de un delito cometido por el hijo. 
2. Por el abandono que hiciere de alguno de sus hijos, para el que los haya 
abandonado, aun cuando quede bajo guarda o sea recogido por otro 
progenitor o un tercero. 
3. Por poner en peligro la seguridad, la salud física o psíquica o la moralidad 
del hijo, mediante malos tratamientos, ejemplos perniciosos, inconducta 
notoria o delincuencia. 
ARTÍCULO 15. — Sustitúyese el artículo 324 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 324: Cuando la guarda del menor se hubiese otorgado durante el 
matrimonio y el período legal se completara después de la muerte de uno de 
los cónyuges, podrá otorgarse la adopción al sobreviviente y el hijo adoptivo 
lo será del matrimonio. 
ARTíCULO 16. — Sustitúyese el artículo 326 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 326: El hijo adoptivo llevará el primer apellido del adoptante, o su 
apellido compuesto si éste solicita su agregación. En caso que los 
  
 
 
adoptantes sean cónyuges de distinto sexo, a pedido de éstos podrá el 
adoptado llevar el apellido compuesto del padre adoptivo o agregar al 
primero de éste, el primero de la madre adoptiva. En caso que los cónyuges 
sean de un mismo sexo, a pedido de éstos podrá el adoptado llevar el 
apellido compuesto del cónyuge del cual tuviera el primer apellido o agregar 
al primero de éste, el primero del otro. Si no hubiere acuerdo acerca de qué 
apellido llevará el adoptado, si ha de ser compuesto, o sobre cómo se 
integrará, los apellidos se ordenarán alfabéticamente. 
En uno y otro caso podrá el adoptado después de los DIECIOCHO (18) años 
solicitar esta adición. 
Todos los hijos deben llevar el apellido y la integración compuesta que se 
hubiera decidido para el primero de los hijos. 
Si el o la adoptante fuese viuda o viudo y su cónyuge no hubiese adoptado al 
menor, éste llevará el apellido del primero, salvo que existieran causas 
justificadas para imponerle el del cónyuge premuerto. 
ARTíCULO 17. — Sustitúyese el artículo 332 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 332: La adopción simple impone al adoptado el apellido del 
adoptante, pero aquél podrá agregar el suyo propio a partir de los 
DIECIOCHO (18) años. 
El cónyuge sobreviviente adoptante podrá solicitar que se imponga al 
adoptado el apellido de su cónyuge premuerto si existen causas justificadas. 
ARTíCULO 18. — Sustitúyese el artículo 354 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
  
 
 
Artículo 354: La primera línea colateral parte de los ascendientes en el 
primer grado, es decir de cada uno de los padres de la persona de que se 
trate, y comprende a sus hermanos y hermanas y a su posteridad. 
ARTICULO 19. — Sustitúyese el artículo 355 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 355: La segunda, parte de los ascendientes en segundo grado, es 
decir de cada uno de los abuelos de la persona de que se trate, y comprende 
al tío, el primo hermano, y así los demás. 
ARTICULO 20. — Sustitúyese el artículo 356 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 356: La tercera línea colateral parte de los ascendientes en tercer 
grado, es decir de cada uno de los bisabuelos de la persona de que se trate, 
y comprende sus descendientes. De la misma manera se procede para 
establecer las otras líneas colaterales, partiendo de los ascendientes más 
remotos. 
ARTICULO 21. — Sustitúyese el artículo 360 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 360: Los hermanos se distinguen en bilaterales y unilaterales. Son 
hermanos bilaterales los que proceden de los mismos padres. Son hermanos 
unilaterales los que proceden de un mismo ascendiente en primer grado, 
difiriendo en el otro. 
ARTICULO 22. — Sustitúyese el artículo 476 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
  
 
 
Artículo 476: El cónyuge es el curador legítimo y necesario de su consorte, 
declarado incapaz. 
ARTICULO 23. — Sustitúyese el artículo 478 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 478: Cualquiera de los padres es curador de sus hijos solteros, 
divorciados o viudos que no tengan hijos mayores de edad, que puedan 
desempeñar la curatela. 
ARTICULO 24. — Sustitúyese el inciso 3 del artículo 1.217, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
3. Las donaciones que un futuro cónyuge hiciere al otro. 
ARTICULO 25. — Sustitúyese el inciso 2 del artículo 1.275, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
2. Los reparos y conservación en buen estado de los bienes particulares de 
cualquiera de los cónyuges. 
ARTICULO 26. — Sustitúyese el artículo 1.299, el que quedará redactado de 
la siguiente forma: 
Artículo 1.299: Decretada la separación de bienes, queda extinguida la 
sociedad conyugal. Cada uno de los integrantes de la misma recibirán los 
suyos propios, y los que por gananciales les correspondan, liquidada la 
sociedad. 
ARTICULO 27. — Sustitúyese el artículo 1.300, el que quedará redactado de 
la siguiente forma: 
  
 
 
Artículo 1.300: Durante la separación, cada uno de los cónyuges debe 
contribuir a su propio mantenimiento, y a los alimentos y educación de los 
hijos, en proporción a sus respectivos bienes. 
ARTICULO 28. — Sustitúyese el artículo 1.301, el que quedará redactado de 
la siguiente forma: 
Artículo 1.301: Después de la separación de bienes, los cónyuges no tendrán 
parte alguna en lo que en adelante ganare el otro cónyuge. 
ARTICULO 29. — Sustitúyese el artículo 1.315, el que quedará redactado de 
la siguiente forma: 
Artículo 1.315: Los gananciales de la sociedad conyugal se dividirán por 
iguales partes entre los cónyuges, o sus herederos, sin consideración alguna 
al capital propio de los cónyuges, y aunque alguno de ellos no hubiese 
llevado a la sociedad bienes algunos. 
ARTICULO 30. — Sustitúyese el artículo 1.358 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 1.358: El contrato de venta no puede tener lugar entre cónyuges, 
aunque hubiese separación judicial de los bienes de ellos. 
ARTICULO 31. — Sustitúyese el inciso 2 del artículo 1.807 del Código Civil, 
el que quedará redactado de la siguiente forma: 
2. El cónyuge, sin el consentimiento del otro, o autorización suplementaria 
del juez, de los bienes raíces del matrimonio. 
ARTICULO 32. — Sustitúyese el artículo 2.560 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
  
 
 
Artículo 2.560: El tesoro encontrado por uno de los cónyuges en predio del 
otro, o la parte que correspondiese al propietario del tesoro hallado por un 
tercero en predio de uno de los cónyuges, corresponde a ambos como 
ganancial. 
ARTICULO 33. — Sustitúyese el artículo 3.292 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 3.292: Es también indigno de suceder, el heredero mayor de edad 
que es sabedor de la muerte violenta del autor de la sucesión y que no la 
denuncia a los jueces en el término de UN (1) mes, cuando sobre ella no se 
hubiese procedido de oficio. Si los homicidas fuesen ascendientes o 
descendientes, cónyuge o hermanos del heredero, cesará en éste la 
obligación de denunciar. 
ARTICULO 34. — Sustitúyese el artículo 3.969 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 3.969: La prescripción no corre entre cónyuges, aunque estén 
separados de bienes, y aunque estén divorciados por autoridad competente. 
ARTICULO 35. — Sustitúyese el artículo 3.970 del Código Civil, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 3.970: La prescripción es igualmente suspendida durante el 
matrimonio, cuando la acción de uno de los cónyuges hubiere de recaer 
contra el otro, sea por un recurso de garantía, o sea porque lo expusiere a 
pleitos, o a satisfacer daños e intereses. 
ARTICULO 36. — Sustitúyese el inciso c) del artículo 36 de la Ley 26.413, el 
que quedará redactado de la siguiente forma: 
  
 
 
c) El nombre y apellido del padre y de la madre o, en el caso de hijos de 
matrimonios entre personas del mismo sexo, el nombre y apellido de la 
madre y su cónyuge, y tipo y número de los respectivos documentos de 
identidad. En caso de que carecieren de estos últimos, se dejará constancia 
de edad y nacionalidad, circunstancia que deberá acreditarse con la 
declaración de DOS (2) testigos de conocimiento, debidamente identificados 
quienes suscribirán el acta; 
ARTICULO 37. — Sustitúyese el artículo 4º de la Ley 18.248, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
Artículo 4º: Los hijos matrimoniales de cónyuges de distinto sexo llevarán el 
primer apellido del padre. A pedido de los progenitores podrá inscribirse el 
apellido compuesto del padre o agregarse el de la madre. Si el interesado 
deseare llevar el apellido compuesto del padre, o el materno, podrá solicitarlo 
ante el Registro del Estado Civil desde los DIECIOCHO (18) años. Los hijos 
matrimoniales de cónyuges del mismo sexo llevarán el primer apellido de 
alguno de ellos.  
A pedido de éstos podrá inscribirse el apellido compuesto del cónyuge del 
cual tuviera el primer apellido o agregarse el del otro cónyuge. Si no hubiera 
acuerdo acerca de qué apellido llevará el adoptado, si ha de ser compuesto, 
o sobre cómo se integrará, los apellidos se ordenarán alfabéticamente. Si el 
interesado deseare llevar el apellido compuesto del cónyuge del cual tuviera 
el primer apellido, o el del otro cónyuge, podrá solicitarlo ante el Registro del 
Estado Civil desde los DIECIOCHO (18) años. 
Una vez adicionado el apellido no podrá suprimirse. 
Todos los hijos deben llevar el apellido y la integración compuesta que se 
hubiera decidido para el primero de los hijos. 
  
 
 
ARTICULO 38. — Sustitúyese el artículo 8º de la Ley 18.248, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
Artículo 8º: Será optativo para la mujer casada con un hombre añadir a su 
apellido el del marido, precedido por la preposición "de". 
En caso de matrimonio entre personas del mismo sexo, será optativo para 
cada cónyuge añadir a su apellido el de su cónyuge, precedido por la 
preposición "de". 
ARTICULO 39. — Sustitúyese el artículo 9º de la Ley 18.248, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
Artículo 9º: Decretada la separación personal, será optativo para la mujer 
casada con un hombre llevar el apellido del marido. 
Cuando existieren motivos graves los jueces, a pedido del marido, podrán 
prohibir a la mujer separada el uso del apellido marital. Si la mujer hubiera 
optado por usarlo, decretado el divorcio vincular perderá tal derecho, salvo 
acuerdo en contrario o que por el ejercicio de su industria, comercio o 
profesión fuese conocida por aquél y solicitare conservarlo para sus 
actividades. 
Decretada la separación personal, será optativo para cada cónyuge de un 
matrimonio entre personas del mismo sexo llevar el apellido del otro. 
Cuando existieren motivos graves, los jueces, a pedido de uno de los 
cónyuges, podrán prohibir al otro separado el uso del apellido marital. Si el 
cónyuge hubiere optado por usarlo, decretado el divorcio vincular perderá tal 
derecho, salvo acuerdo en contrario o que por el ejercicio de su industria, 
comercio o profesión fuese conocida/o por aquél y solicitare conservarlo para 
sus actividades. 
  
 
 
ARTICULO 40. — Sustitúyese el artículo 10 de la Ley 18.248, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 10: La viuda o el viudo está autorizada/o para requerir ante el 
Registro del Estado Civil la supresión del apellido marital. 
Si contrajere nuevas nupcias, perderá el apellido de su anterior cónyuge. 
ARTICULO 41. — Sustitúyese el artículo 12 de la Ley 18.248, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 12: Los hijos adoptivos llevarán el apellido del adoptante, pudiendo a 
pedido de éste, agregarse el de origen. El adoptado podrá solicitar su adición 
ante el Registro del Estado Civil desde los DIECIOCHO (18) años. 
Si mediare reconocimiento posterior de los padres de sangre, se aplicará la 
misma regla. 
Cuando los adoptantes fueren cónyuges, regirá lo dispuesto en el artículo 4º. 
Si se tratare de una mujer casada con un hombre cuyo marido no adoptare al 
menor, llevará el apellido de soltera de la adoptante, a menos que el cónyuge 
autorizare expresamente a imponerle su apellido. 
Si se tratare de una mujer o un hombre casada/o con una persona del mismo 
sexo cuyo cónyuge no adoptare al menor, llevará el apellido de soltera/o del 
adoptante, a menos que el cónyuge autorizare expresamente a imponerle su 
apellido. 
Cuando la adoptante fuere viuda o viudo, el adoptado llevará su apellido de 
soltera/o, salvo que existieren causas justificadas para imponerle el de 
casada/o. 
  
 
 
Cláusula complementaria 
ARTICULO 42. — Aplicación. Todas las referencias a la institución del 
matrimonio que contiene nuestro ordenamiento jurídico se entenderán 
aplicables tanto al matrimonio constituido por DOS (2) personas del mismo 
sexo como al constituido por DOS (2) personas de distinto sexo. 
Los integrantes de las familias cuyo origen sea un matrimonio constituido por 
DOS (2) personas del mismo sexo, así como un matrimonio constituido 
constituido por personas de distinto sexo, tendrán los mismos derechos y 
obligaciones. 
Ninguna norma del ordenamiento jurídico argentino podrá ser interpretada ni 
aplicada en el sentido de limitar, restringir, excluir o suprimir el ejercicio o 
goce de los mismos derechos y obligaciones, tanto al matrimonio constituido 
por personas del mismo sexo como al formado por DOS (2) personas de 
distinto sexo. 
ARTICULO 43. — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, A LOS QUINCE DIAS DEL MES DE JULIO DEL AÑO DOS 
MIL DIEZ. 
— REGISTRADA BAJO EL Nº 26.618 — 
JOSE J. B. PAMPURO. — EDUARDO A. FELLNER. — ENRIQUE 
HIDALGO. -- JUAN J. CANALS. 
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